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			Prólogo










			En raras circunstancias se publica un libro en la oportunidad con que sale a la luz este volumen. A lo largo de la corriente legislatura, la agria confrontación entre los partidos políticos representados en las Cortes Generales no ha cesado un momento desde la investidura de enero de 2020. Ha sido una confrontación en numerosos frentes y, entre ellos, el de la interpretación del pasado, desde la forma de ver la Edad Media, pasando por el Imperio español, la guerra de la Independencia contra los franceses, las dos Repúblicas, la Guerra Civil y, no en último término, el franquismo. 


			Adelantándose a veces a otros ejemplos europeos y, en ocasiones, copiando de ellos, una de las reivindicaciones de ciertos sectores de las derechas españolas ha estribado en intentar engrandecer, o al menos presentar bajo una luz muy positiva, la figura y el régimen de Franco. Estrictamente hablando, no es algo nuevo. Una subliteratura —expresión que utilizo aquí en términos estrictamente historiográficos— ha seguido enalteciendo desde 1975 la figura del generalísimo Francisco Franco y, por ende, la imagen de su régimen. 


			Cierto es que, contrariamente a esta visión, que no revisión mirífica, en la legislatura que ha terminado recientemente se han producido cuatro acontecimientos señeros: las exhumaciones de Franco y de José Antonio Primo de Rivera de Cuelgamuros, la de Queipo de Llano de la basílica de la Macarena y la aprobación por las Cortes Generales de la nueva Ley de memoria democrática. Y, naturalmente, ha continuado el proceso de apertura de numerosas “fosas del olvido” en las que yacen los restos mortales de innumerables víctimas de la represión “azul” durante la guerra y después de la guerra. Los medios de comunicación, a la derecha, en el centro y a la izquierda, han pasado por su propio cendal las noticias y los comentarios que han suscitado tales acontecimientos. A su vez, también han promovido interpretaciones acordes con sus posturas políticas e ideológicas. 


			Simultáneamente, y en términos de recuperación histórica del pasado, ha continuado, además, un chorro imparable de publicaciones de ambiciones y entidad muy diversas alejadas del fuego que mantienen las querellas políticas. En general, muchos han ido descubriendo nuevas facetas y nuevos ejemplos de la distorsión del pasado impuesta por los vencedores de la Guerra Civil y continuada, sin el menor remordimiento, durante toda la Dictadura. 


			Desde esta perspectiva es para mí un placer que el profesor Carlos Barciela me haya hecho el honor de pedirme que le escriba un prólogo para una obra como la presente que, en realidad, no lo necesita. 


			El autor es un catedrático eminente de la Universidad de Alicante, ya jubilado. Tiene una envidiable carrera académica y publicística detrás de sí, como cualquiera puede observar acudiendo a Dialnet, el portal académico español por excelencia. 


			Investigador incansable y estudioso de la economía y de las instituciones económicas españolas, su quehacer se ha manifestado en múltiples obras y numerosos artículos en los que ha reflejado su preocupación por una amplia gama de sectores de la historia de la economía española con las políticas que sobre ellos han incidido y los han moldeado. En primer lugar, el sector agrario, su evolución en la Guerra Civil y durante el franquismo; la aplicación a la realidad de los ensueños autárquicos de los vencedores; las medidas de colonización rural; las consecuencias dimanantes de las políticas seguidas durante más de cuarenta años, tales como, singularmente, el estraperlo, la corrupción y un sesgo inflacionario debido al crónico subdesarrollo y la completa inadecuación de las políticas de financiación públicas, etc. 


			En todos ellos está presente el papel de Franco. No en vano se atribuyó, para sí, el poder ejecutivo, legislativo e incluso judicial. Como correspondía a un dictador influido por ejemplos foráneos y aupado a la suprema magistratura del Estado por sus camaradas de armas. Una vez en ella, se perpetuó no tanto por la gracia de Dios como por los asideros políticos, ideológicos, económicos y sociales que le deparó la VICTORIA. 


			Es, pues, de todo punto razonable, y consecuencia de toda una carrera académica volcada en la historia, que Carlos Barciela se haya sentido con ganas y con fuerzas para abordar una nueva aventura de la que este libro constituye un brillante ejemplo: hacer accesible a un público amplio, y curioso por el pasado español, el estado de la cuestión en lo que se refiere a las “aportaciones” de Franco y de su régimen a la evolución de la economía desde la Guerra Civil hasta su desaparición del mundo de los vivos. 


			Me expreso de esta forma porque, al leer ciertos títulos de la prensa digital y de papel que han aparecido durante los últimos años, la proliferación de obras sobre el “genio” de Franco y su inigualable papel en la historia, parecería que el período que media entre 1939 y 1975 y, singularmente, entre 1959 y la fecha de su defunción, habrían contado entre los más brillantes de la historia de España. 


			Barciela, como buen ratón de archivos y de bibliotecas, ha explorado detenidamente los primeros en los campos que le han interesado. Ha acumulado una gran cantidad de obras oficiales, oficiosas y de ensalzadores de la “egregia” figura del autoproclamado caudillo de España. Ha buceado en las páginas del Boletín Oficial del Estado, no considerándolo necesariamente en los campos que le interesan como reflejo de una disposición a actuar sobre la realidad sino, esencialmente y durante mucho tiempo, como cobertura para disfrazar inacciones. O, en lenguaje más simple, como la proyección de deseos míticos, sin la menor intención de llevarlos al terreno de las realidades. Esto es particularmente notorio en el ámbito social y de la producción. 


			Hay tres subámbitos, de entre los muchos que se tocan en esta obra, sobre los que merece llamar la atención.


			El primero, la distancia —sideral— entre las proclamaciones oficiales u oficiosas (en discursos, disposiciones, libros y artículos a la mayor gloria de Franco y de su régimen) y la realidad, constatable, en la evolución sobre el terreno. Naturalmente, como el régimen de Franco no fue el propio de una excéntrica tribu de cualquier parte de lo que entonces daba en llamarse tercer mundo, buscando y rebuscando en publicaciones oficiales o, al menos, consentidas por la todopoderosa censura de guerra, se advierte tal distanciamiento. Por lo general, disfrazado en loas ditirámbicas al superhombre que se encontraba, por la gracia de Dios, a la cabeza del Estado. 


			El segundo, otra distancia, no menos sideral, entre la realidad económica y social del terreno y las proclamaciones del genial conductor de los destinos de la patria. Una selección de fragmentos de discursos, cuidadosamente elegidos, de entre los millares de proclamaciones de Franco y la sobria constatación de los datos emanados del terreno de la realidad circundante permite advertir a los lectores de nuestros días que los camelos que circulan en las redes sociales y en ciertos medios de comunicación social tienen tras de sí una historia nada ilustre y sí muy representativa de las realidades constatables sobre el terreno. 


			El tercero, la selección que hace Barciela de ciertas afirmaciones que hoy se propagan impunemente para dar gato por liebre a los ciudadanos desprovistos de conocimientos sobre las realidades pasadas: por ejemplo, el que Franco poco menos que inventó la seguridad social; o su preocupación por que no faltara el pan y la sal (o la lumbre) en ningún hogar español; o su supuesta ambición de medir su España con las potencias desarrolladas de Occidente (lograda, para algunos, por medios cuasimilagrosos al final de sus días).


			Intercalando anécdotas de su propio recorrido, recurriendo a referencias literarias o fílmicas, el profesor Barciela, en lenguaje ameno y desprovisto de toda jerga académica, muestra en definitiva que la positiva imagen de Franco y de su régimen que todavía proyectan hoy algunos medios de comunicación y que se repercute y multiplica en la esfera digital es algo que carece de todo fundamento sólido. En último término, tras el giro copernicano de 1959, el crecimiento limitado, aunque intenso, de la economía española se debió más a circunstancias exteriores que al escaso genio de Franco. 


			Un libro, en definitiva, que debería ser —en mi modesta opinión— de lectura obligada para profesores de secundaria y jóvenes que no deseen seguir comulgando, como muchos de sus antepasados, con ruedas de molino. Los españoles reales de nuestros días se merecen otro condimento histórico. 






			Ángel Viñas


			Bruselas, mayo de 2023









			Sobre este libro










			En 1974, todavía en vida del caudillo, inicié mi tesis doctoral sobre el Servicio Nacional del Trigo, el organismo de intervención de carácter económico más significativo, junto al Instituto Nacional de Industria, del entramado institucional de la dictadura franquista. Desde entonces, aunque diversifiqué mis investigaciones, temporal y temáticamente, el núcleo permanente de mis inquietudes y publicaciones ha sido el análisis de la economía de tan trágica etapa histórica. 


			Hace tres años, cuando fui nombrado profesor emérito, pensé en la oportunidad que se me abría para abordar obras más personales, aparcando proyectos de investigación sobre una dictadura que tanta tristeza y desconsuelo me provocaba. Tristeza, porque cada nueva obra de investigación, literaria e incluso cinematográfica que abordaba el franquismo, llevaba aparejada una terrible amargura, por el inmenso dolor que causó aquel régimen. Salí apesadumbrado del cine cuando vi La lengua de las mariposas (1999) y me resistí a ver, para evitar el mal trago, Las trece rosas (2007). 


			El desconsuelo procedía de los centenares de expedientes, folletos, libros y artículos que había ido leyendo durante mis más de cuarenta años de investigaciones y, en paralelo, de los numerosos trabajos que había publicado al respecto. Era angustiosa la enorme desdicha personal y social que estaba detrás de cada documento y cada estudio y, sobre todo, constatar, una y otra vez, la catástrofe que supuso para España la propia figura del generalísimo, una persona de muy limitada formación, con nulo interés por la cultura, muy pobre intelectualmente y, sobre todo, fríamente cruel y carente de la menor empatía, tal y como han confirmado sus colaboradores más estrechos. 


			José María Pemán, político y escritor, y uno de los grandes hagiógrafos de Franco, autor del glorificador poema La Bestia y el Ángel, al explicar la aversión del caudillo por la lectura, escribió que “sencillamente era un general de Infantería”, esto es, un integrante del cuerpo menos preparado científica e intelectualmente de los que formaban el Ejército español. Contaba, también Pemán, que el almirante Suanzes —de un cuerpo tan especializado y exigente como la Armada, amigo de Franco, ministro y presidente del INI— tenía mucho interés en que el caudillo, al menos, se iniciase en la lectura. De manera que, cuando iban de cacería y como tenían habitaciones contiguas, le proporcionaba libros cortos y sencillos, para intentar que leyese algo fácil antes de dormir. A la mañana siguiente Suanzes le preguntaba por el libro y Franco respondía que no había leído nada. Y añadía Pemán que no era extraño. Puesto en situación de dormir para estar listo a la mañana siguiente para ir a la montería o leer un libro, la elección estaba clara: el libro quedaba en la cola de sus preferencias. 


			Por eso, al leer los textos de Franco, es imposible encontrar un estudio, una referencia a la obra de un filósofo, de un literato de cualquier rango o de un economista básico. Se encuentran, en cambio, una y otra vez, las proclamas y los tópicos a los que era tan aficionado, siempre con una redacción rutinaria e incluso torpe. Es persistente el recurso al empleo de invocaciones y consignas, como hacía, por ejemplo, cuando trataba un asunto grave, que explicaba repitiendo que era una maniobra conspiratoria de los judíos y masones, del comunismo internacional o del capitalismo liberal, e incluso, cayendo en una grandísima confusión, de todos estos juntos como encarnación del mal absoluto.


			A pesar de las manifiestas carencias formativas del dictador, circulan de modo claramente interesado no solo alabanzas inmerecidas, sino estudios, pretendidamente científicos, en los que se le hace el protagonista de hechos históricos y de decisiones modernizadoras que de ningún modo estuvieron ni en su ideario ni en sus planes como gobernante. Desmontar los supuestos progresos de España que se atribuyen al dictador me parece que es una obligación de quienes practicamos la historia. 


			Por ello, a pesar de encontrarme en esa situación tan apacible de profesor emérito y con otros proyectos más gratificantes, acepté la propuesta que me hicieron un viejo amigo y colega, Juan Sisinio Pérez Garzón, y quienes llevan las riendas de Los Libros de la Catarata, Javier Senén y Beatriz Abad. 


			El resultado, que tiene el lector en sus manos, no explicita las numerosas deudas intelectuales que he contraído a lo largo de tantas décadas de investigaciones y vida académica. Son muchas y no puedo referirme a todos mis acreedores. Es de justicia expresar mi agradecimiento a mis compañeros del grupo de investigación sobre el franquismo de la Universidad de Alicante, los profesores María Inmaculada López Ortiz, Joaquín Melgarejo y José Antonio Miranda. De manera especial, estoy muy reconocido, por haber leído y criticado distintos capítulos del libro, a los profesores Francisco Comín, Lourenzo Fernández Prieto, Santiago López, Manuel Ortiz Heras, Andrés Sánchez Picón, Antonio Escudero y Carmen Ródenas. Particular gratitud debo a Ignacio Jiménez Raneda, siempre dispuesto a leer y comentar minuciosamente todos los trabajos que, abusando de su amistad, le he ido pasando durante todos los años que he sido profesor de la Universidad de Alicante. Con Paul Preston tengo una amplia deuda intelectual y a Ángel Viñas debo agradecerle los acertados comentarios que me ha hecho de cada uno de los capítulos del libro, su amabilidad escribiendo el prólogo y lo mucho que he aprendido de sus trabajos desde mi época de estudiante de Económicas en la Facultad de Somosaguas.


			Mis hijas Virginia (arqueóloga) y Alejandra (editora de Wiley en Nueva York) me dieron las claves en relación a la forma en la que he abordado este estudio, muy distinta de lo que es una biografía clásica (que ya está excelentemente hecha por Paul Preston). Por último, tengo que manifestar un especial agradecimiento a mi compañera Virgilia González Carrasco, algunas de cuyas vivencias durante el franquismo aparecen en distintos pasajes del libro y que, en el lejanísimo 1968, contribuyó, prestándome Vientos del pueblo, de Miguel Hernández (publicado por la editorial Losada de Buenos Aires; entonces el gran poeta oriolano empezaba a estar tolerado), a comprometerme con la oposición contra la dictadura del general Franco.









			Capítulo 1


			Francisco Franco, economista










			Los guerreros y los déspotas normalmente son malos economistas e instintivamente llevan sus ideas de fuerza y violencia a la política civil de sus gobiernos. El libre comercio es un principio que reconoce la importancia primordial de la acción individual.


			Richard Cobden










			‘Sencillamente, un general’


			Como es bien conocido, Franco no realizó nunca estudios de economía. Ni formalmente (en la academia militar no se impartía esta materia) ni tampoco por curiosidad intelectual. Franco no era aficionado a la lectura y el palacio de El Pardo carecía de biblioteca. Sus hagiógrafos insisten en presentarnos a un Franco estudioso, en particular de obras de economía, historia y sociología. Pero no aportan prueba alguna: por el contrario, hay sobradas evidencias que apuntan en el sentido contrario. La primera es que no hay ningún testimonio que nos presente a Franco leyendo o debatiendo sobre alguna obra de economía o filosofía. No hay, en sus centenares de discursos, referencia alguna a autores destacados o a acontecimientos económicos mundiales. Durante sus largas décadas en el poder se produjeron grandes cambios en la economía mundial de los que Franco, al parecer, no se enteró.


			En segundo lugar, habría sido el propio Franco el que habría dado muestras de su afición. Nos habría revelado algo acerca de sus economistas predilectos, de sus filósofos de cabecera o de sus novelistas preferidos. Y, en tercer lugar, por el contrario, tenemos muchos testimonios de varios de sus principales amigos, familiares y colaboradores sobre su aversión a la lectura, entre otros, el de José María Pemán:


			Un amigo íntimo de Franco al que solían darle en excursiones o cacerías la habitación inmediatamente vecina a la del general, que era J. A. Suanzes, me contaba que había intentado un test o experiencia que él estimaba patrióticamente rentable. Al darle las buenas noches, le llevaba un libro de fácil y amena lectura que el general prometía leer. Pero como a cambio de no ser “letrado”, el generalísimo no era nunca hipócrita, confesaba al día siguiente que no había pasado de la primera página y Suanzes lo comprendía porque poniendo en fila un día de montería el sueño y un libro era perfectamente explicable que el libro resultara “colista” en la atención de un general de Infantería.


			Pero, además, lo que llama poderosamente la atención es el interés de algunos de sus biográfos en presentárnoslo como un ávido lector y una persona culta. Como señalaba Pemán, Franco era, sencillamente, un general de Infantería.


			Lo que sabemos con certeza, según nos cuenta su primo y secretario, el teniente general Francisco Franco Salgado-Araujo, es que dedicaba a sus tareas de gobierno únicamente las mañanas de martes a viernes. La mayor parte del tiempo lo destinaba a sus grandes aficiones: la caza, la pesca y jugar al golf, a las cartas y al dominó. Cuando no estaba de cacería, se pasaba las tardes de los domingos escuchando los partidos de fútbol por la radio y comprobando si acertaba en las quinielas, a las que era un gran aficionado y en las que ganó, en una ocasión, un premio importante. Los días de diario por la tarde, tras la siesta1, se trasladaba a su finca de Valdefuentes a pasear y vigilar cómo marchaban las labores. Muchos viernes por la tarde salía de cacería y volvía los lunes. Cuando llegó la época de la televisión, se convirtió, como nos recordaba el exministro León Herrera Esteban, en “un empedernido televidente”; tenía varios televisores repartidos por todo el palacio de El Pardo. De la televisión le gustaba todo, aunque tenía predilección por los partidos de fútbol y, especialmente, por las corridas de toros. En sus últimos años le gustaban, incluso, los programas infantiles, como los célebres payasos de la televisión y los dibujos animados, como aseguraba la célebre actriz Irene Gutiérrez Caba. Ningún “testigo” nos habla de un Franco estudiando, recogido en alguna estancia de El Pardo.


			Carecer de formación económica no es descalificador para un gobernante. Un jefe de Estado no tiene por qué saber de medicina, ingeniería, economía, química… Sin embargo, por la propia esencia de la tarea de gobierno, es incuestionable que resulta mucho más que recomendable tener ciertos conocimientos económicos y jurídicos. En cualquier caso, un gobernante sí tiene que saber rodearse de buenos expertos en todas esas materias que lo puedan asesorar.


			El problema de Franco con la economía era doble. Por una parte, no sabía nada de ese asunto, pero, además, y más grave, es que se creía un experto en la materia y tenía ideas propias. Aunque, en realidad, más que ideas, tenía convicciones; convicciones económicas muy firmes (y muy equivocadas). Por cierto, también se creía un genio en otros campos, como el de la química.


			Partiendo de ese convencimiento, se permitió criticar el “pobre concepto” que de la economía tenían José Calvo Sotelo y José Larraz, lo que resultaba una enorme osadía por su parte. Frente a esa baja concepción de estos dos expertos se alzaban sus brillantes ideas económicas. Evidentemente, Franco no explicaba por qué los conocimientos de ambos eran “pobres” en contraste con sus propias concepciones económicas.


			Cuenta Paul Preston como, después de la guerra, Franco persuadió a José María Zumalacárregui (uno de los pocos buenos economistas profesionales que quedaron en España después de la contienda) para que lo visitase semanalmente en El Pardo y hablar de economía. Al cabo de poco tiempo, Zumalacárregui dejó de asistir “para no tener que pasar por el sonrojo de que el generalísimo [me] explicase los más arduos y complicados problemas de la ciencia económica”.


			También relata Preston que Juan Antonio Suanzes “solía comentar el paternalismo con que Franco daba lecciones de economía a los demás”; en sus palabras: “Sin la menor preparación para su papel de jefe de Estado […] Franco no suele decir más que simplezas y trivialidades, vengan o no a cuento”.


			Otros ministros, como Mariano Navarro Rubio, enseguida comprendieron que Franco no sabía nada de economía y que era necesario vigilarlo. Navarro Rubio temía los planes expansivos (e ilusorios) del caudillo. 


			José María López de Letona, también exministro de Franco, señalaba que “en materia económica era patente su falta de formación”, y Rafael Cabello de Alba, exministro como el anterior, en este caso de Hacienda, admitía que el caudillo no era “un especialista en temas económicos y fiscales”.


			En otros casos, sin embargo, como el del ministro José Solís Ruiz (también carente de formación económica), levantaba la mayor de las admiraciones. Decía Solís: “Recuerdo que cuando viajaba [Franco], llevaba un bloc en el que tomaba nota de aquello que veía y consideraba que debería arreglarse: carreteras, población que no veía cuidada, posible repoblación forestal, viviendas abandonadas, campo mal cultivado, etc. De cada uno de sus viajes, los ministros recibíamos alguna indicación sobre posibles obras o mejoras”.


			No parece que el “método del bloc” fuera el más adecuado para resolver los problemas del país, sino, más bien, el de un alcalde de pueblo bienintencionado.


			José Luis de Arrese, que fue ministro en tres ocasiones y que tampoco era un experto en la materia, contaba una anécdota muy esclarecedora. En un viaje, Franco se interesó por algunas cuestiones relativas a ayudas a la vivienda. El ministro comenzó a explicarle las diferencias entre “viviendas subvencionadas” y “viviendas de renta limitada”, y comentaba: “Me encontré con que de pronto [Franco] me interrumpió diciéndome: ‘Bueno, no le entiendo, pero le creo’”. 


			Otro exministro, Eduardo González-Gallarza, dejaba el testimonio de otra genial respuesta de Franco ante el problema de las heladas de las naranjas. “El caudillo dijo entonces que los problemas de nuestra agricultura y nuestra industria solo podrían llegar a resolverse a través de mucho tiempo”. Mucho tiempo. Fantástico.


			La autarquía como pilar


			Uno de los pilares fundamentales de la nueva economía franquista fue su concepción autárquica. La idea de que España se desarrollaría por sí misma, sin necesidad de contar con el exterior.


			Así, en 1938, en unas declaraciones al periodista Manuel Aznar, Franco declaraba:


			Anuncio que la experiencia de nuestra guerra tendrá que influir secretamente en todas las teorías económicas defendidas hasta hace poco como si fueran dogmas […] La repercusión de nuestra realidad económica tendrá ecos innegables. España, que hará una política económica y comercial más realista, cimentada, además, en el patriotismo, no solamente se levantará por sí misma, sino que lo hará sin violentar los resortes naturales y sin caer en dependencias extranjeras de ninguna clase.


			[…]


			Puedo anunciar que España se bastará a sí misma completamente en orden a las industrias de guerra; y eso que podríamos llamar “un milagro” se producirá en un plazo de años muy corto. 


			También, en 1938, declaraba a Henri Massis: “España es un país privilegiado que puede bastarse a sí mismo. Tenemos todo lo que nos hace falta para vivir y nuestra producción es lo suficientemente abundante para asegurar nuestra propia subsistencia. No tenemos necesidad de importar nada y es así como nuestro nivel de vida es idéntico al que había antes de la guerra”.


			Y en 1939, ante el Consejo Nacional del Movimiento, afirmaba: “Un estudio detenido de los principales productos que comprenden nuestras importaciones y de la situación de la balanza de pagos con los países de origen nos presenta la halagüeña situación de que la gran mayoría de los productos no compensados son originarios del campo y, por lo tanto, capaces de producirse en el área de nuestra nación”.


			Pero es que, en 1945, ante el Consejo Nacional, cuando la población española estaba al límite de su resistencia, el caudillo insistía: “Yerran los que creen que España necesita importar algo del extranjero. Muchos siglos antes de que otras naciones naciesen a la civilización, España asombraba al mundo con sus instituciones políticas y los principios del derecho internacional público que practicaba”.


			Su creencia en la autarquía, a falta de soportes teóricos económicos, se apoyaba en las propuestas de los países totalitarios, Alemania e Italia, que congeniaban bien con su carácter desconfiado (algo insistentemente señalado por muchos de sus colaboradores) y, particularmente, en el ámbito de lo extranjero. El dictador era un nacionalista xenófobo. En un Consejo de Mi­­nistros, ya en 1966, en el que se debatían cuestiones de cooperación internacional, Franco les dijo a sus ministros: “Ustedes se fían de los demás en cuestiones internacionales y yo no me fío un ápice”.


			Juan José Espinosa San Martín, ministro de Franco también, apuntaba que “era singularmente desconfiado, sobre todo hacia lo que venía de fuera de nuestras fronteras”.


			Estos planteamientos causarían hilaridad si no fuera porque su intento de aplicación causó un inmenso sufrimiento a la mayoría de los españoles.


			Es muy importante destacar que todas estas afirmaciones en favor de la autarquía se hicieron mucho antes de que en 1946 se produjera la retirada de los embajadores. Franco utilizó, reiteradamente, esta circunstancia para reconocer el aislamiento internacional de España como causa de los problemas económicos de nuestro país, aunque en realidad el proyecto aislacionista era consustancial al franquismo. Pero se escudó en los de­­sórdenes económicos provocados por la Segunda Guerra Mundial y en el alejamiento de los embajadores para ocultar los desastres de la autarquía.


			En esos precisos momentos, Germán Bernácer, uno de los mejores economistas españoles de la época, lanzaba una durísima proclama en contra del proyecto autárquico: “Los pueblos han pretendido realizar nada menos que la autarquía, reducir el mundo a las fronteras propias y prescindir del resto de la humanidad. La realidad se ha vengado bien de ese sueño loco desarrollando una de las crisis más violentas”. Ya en 1936, en esta misma línea, Bernácer advertía sobre los riesgos de las guerras económicas y sostenía que tanto estas como las guerras armadas tenían más vínculos comunes de “lo que generalmente se cree y aun se presiente”. Seguramente, Franco ignoraba quién era Bernácer.


			En 1938, Román Perpiñá, otro de los grandes economistas españoles, entonces teniente de complemento en el Ejército “nacional”, se mostraba alarmado por las opiniones económicas que manifestaban las “altas estancias” del entorno del general, considerando “sumamente peligroso tomar la palabra autarquía como divisa y como tendencia de la política económica del nuevo Estado […] no sería más que una nueva palabra para los viejos tópicos y errores de nuestra inveterada política económica”.


			Como vemos, los pocos economistas profesionales que quedaron en España rechazaban la autarquía por sus negativos efectos económicos y por el peligro de que llevasen a conflictos entre las naciones. La corriente principal del análisis económico seguía manteniendo posiciones favorables al librecambismo, aunque es verdad que, circunstancialmente, los países capitalistas con sistemas liberales se tornaron más proteccionistas, como respuesta a la crisis económica y a la Segunda Guerra Mundial. Ya había sucedido algo parecido en la primera posguerra mundial, con la aprobación por parte de Estados Unidos del arancel Hawley-Smoot.


			Sin embargo, desde un punto de vista teórico, ningún experto puso en cuestión las ventajas del librecambio ni admitió las entelequias de los planteamientos autárquicos del franquismo y de los demás regímenes totalitarios. Muy al contrario, en lo que concierne a la teoría del comercio internacional, en aquellos años se desarrolló y se aceptó un modelo explicativo de los movimientos comerciales y de las ventajas que reportaban a todos los países implicados, como fue el modelo Heckscher-Ohlin, que estaba fundamentado en los principios enunciados por Adam Smith, David Ricardo y John Stuart Mill. 


			‘El liberalismo es pecado’


			Otro de los rasgos fundamentales del pensamiento de Franco, estrechamente ligado al anterior, fue su antiliberalismo. Son numerosas las ocasiones en las que Franco “condenó” el sistema liberal: no se trataba de críticas, más o menos fundamentadas, sino de reprobaciones desde su estricta moralidad, al estilo de Pío IX cuando afirmó que “el liberalismo es pecado”. 


			Esa sentencia era la raíz teórica de la posición antiliberal del dictador. Las opiniones de Franco sobre el liberalismo son dogmáticas, no hay en ellas el menor análisis, ni teórico ni histórico; no hay rastro de un estudio, aunque sea muy somero, de los fundamentos del liberalismo ni una cita de Locke, de Hume o de Montesquieu, ni la menor argumentación de por qué el sistema liberal debía ser postergado (Franco diría “condenado”). “El liberalismo es pecado” se trata, pues, de un prejuicio que Franco repite como un disco rayado.


			En un discurso en 1942, el general pedía a los españoles “que abandonen los viejos prejuicios liberales y se asomen a los balcones de Europa para analizar la historia de los acontecimientos contemporáneos”. Evidentemente, en 1942, Franco pensaba que lo que los españoles verían desde esos balcones serían los símbolos nazis y fascistas, en pleno esplendor, y que, a su juicio, anunciaban el nuevo futuro de Europa.


			En un libro titulado Doctrina e historia de la revolución nacional española, publicado en 1939, se recoge la doctrina franquista: “Asistimos hoy a la ruina demoliberal, al fracaso de las instituciones parlamentarias, a la catástrofe de un sistema económico que tiene sus raíces en el liberalismo político. Estas verdades notorias, que solo un cerebro imbécil no percibe, influyen naturalmente en la concepción política y económica que nos ha servido para edificar el programa de nuestro nacionalsindicalismo”. Llamar imbéciles a los partidarios del liberalismo y la democracia (entre los que me cuento) porque no compartían la doctrina nacionalsindicalista resulta, como mínimo, poco educado, además de nada convincente.


			En 1945, ante el Consejo Nacional del Movimiento, Franco decía: “Ante esta grave situación en la que tantos pueblos de Europa se debaten, destaca la sabiduría del régimen español con su obra de paz, de orden, de justicia social y de progreso, tan calumniado e incomprendido fuera de las fronteras. Si España no se encuentra sumida en análoga situación es precisamente por haber sabido descubrir con varios años de adelanto las inquietudes y necesidades de la hora presente”.


			En este texto, además de considerarse sabio, Franco hablaba de lo mal que lo estaban pasando los países europeos, mientras que “España no se encontraba sumida en análoga situación”.


			Con sus pedestres ideas, Franco causó un grave daño a la economía española. Muchos años antes, de manera preclara, ya lo había advertido Richard Cobden2, que dejó escritas unas palabras que parecerían dedicadas a Franco: “Los militares y los déspotas son en general malos economistas y llevan instintivamente sus ideas de fuerza y de violencia a las políticas civiles de sus gobiernos”. 


			No parece probable que las personas cercanas al dictador conociesen los textos de Cobden, pero algunas de ellas sí coincidían con su apreciación.


			Así, el exministro Pedro Sainz Rodríguez señalaba que Franco realizó su obra de gobernante con mentalidad de militar. Cuando hablaba del poder público, decía “el mando”; cuando hablaba de su jefatura de Gobierno, decía “mi Capitanía”.


			Volviendo a sus conocimientos económicos, disponemos de un testimonio del propio Franco que, en un ejercicio sorprendente y aislado de sinceridad, reconoce que no entiende nada de la materia. Nos lo cuenta su amigo y admirador José María Pemán:


			No sé si en Consejo de Ministros o en comisiones delegadas se debatía uno de esos temas espinosos de economía internacional: revaluación, devaluación y el patrón oro y la “valuta”. Los economistas, así como los médicos o los arabistas, se emboscan tras una barricada de palabras que se han inventado ellos para hablar unos con otros. Se trataba de un problema petrolífero con Irán. El ministro del ramo sentenciaba:


			—Ellos no han podido entender el problema de la moneda que presiona todo el asunto.


			Y Franco, bajando la voz:


			—Toma, y nosotros tampoco.


			‘El derecho al castigo’


			Franco, como decía Cobden, llevaba sus planteamientos militares a la política civil del Gobierno. En su mentalidad dominaban los conceptos y los hábitos de mando, obediencia, disciplina, premio y castigo. Particularmente, castigo. Trasladó a la economía esos principios. Y lo hizo por todo lo alto. Se diría que el único manual de “economía” que manejaba era el Credo Legionario. Esta especie de catecismo, escrito en 1920 por su amigo José Millán-Astray, el fundador de la Legión, consistía en doce máximas que conformaban la llamada mística legionaria. El Credo, además del “culto a la muerte”, obligaba al legionario a una ciega y feroz acometividad, a defender a otros legionarios con razón o sin ella, a no decir jamás que se está cansado hasta caer reventado, a no quejarse de fatiga, ni de hambre, ni de sed, ni de sueño, a hacer todos los trabajos: cavar, arrastrar cañones y carros, a estar destacado, a hacer convoyes, a trabajar en lo que le manden, a cumplir con su deber, a obedecer hasta morir. Franco, no lo olvidemos, fue jefe de la Legión y actuó rígidamente bajo dichos principios. Por si todo esto fuera poco, en 1923, el entonces jefe de la Legión, Rafael Valenzuela Urzaiz, añadió una nueva máxima, verdaderamente llamativa: “El espíritu del pelotón de castigo”:


			Sufrir arresto en el pelotón es un derecho del legionario que pecó militarmente; derecho que no debe desposeérsele ni con indultos ni atenuaciones; y mientras que ejerce ese derecho y paga sus deudas, ha de tener el orgullo de buen pagador, que cuanto más plenamente realice el pago más se despliega de sus faltas, que al terminar su correctivo deja de pesar sobre él, puesto que lo liberó pagando su justo precio. Nuestra raza no ha muerto aún.


			De este modo, el Credo Legionario planteaba una ciega obediencia, con razón o sin ella, hasta morir. La última de las máximas planteaba el castigo como un “derecho”, del que el legionario no debía ser desposeído ni con indultos ni atenuaciones.


			Estos principios calaron profundamente en Franco, que siempre manifestó que sus años africanos habían sido cruciales en su formación y personalidad. Hay un hecho, repetidamente contado por el propio caudillo, que muestra bien a las claras este espíritu. En una ocasión, Franco ordenó, de manera inmediata, fusilar a un legionario que se había negado a comer el rancho. Esa era la mentalidad del dictador: ejercer el mando y, ante la desobediencia, el “derecho” al castigo, “sin indultos ni atenuaciones”.


			Nostalgia de la España imperial


			Según el caudillo, para que España se industrializase había que recuperar la tradición de los tiempos gloriosos de la España imperial, la España eterna de los Reyes Católicos y los emperadores. Frente a las ideologías librepensadoras y las influencias corrosivas del exterior, era necesario volver al pensamiento tradicional, al integrismo católico y a las esencias patrias; frente a la lucha de clases marxista, a la unidad de intereses de todos los productores bajo un sistema corporativo; frente a la debilidad del Estado liberal, a un Estado de carácter totalitario; frente al retroceso de España en el concierto de las naciones y la humillación del 98, a la recuperación del imperio.


			El dictador identificaba, en suma, la España más gloriosa como la militarmente más activa: la España imperial. En una ocasión, preguntado por cuál era la época más admirable de España, no dudaba en señalar que el siglo XVI. Franco ignoraba, absolutamente, cuáles fueron los terribles costes del “imperio en el que no se ponía el sol” para la mayor parte de la población española (especialmente la castellana) y que la ruina del país en el siglo XVII se gestó en los incontenibles gastos de las guerras y en la quiebra de la Hacienda pública durante el siglo XVI. Fueron, justamente, Carlos V y, sobre todo, Felipe II, los que llevaron a España a la ruina. Fue este último el que, reiteradamente, declaró la bancarrota de la Hacienda pública, el que dilapidó el tesoro americano en guerras imperiales y de religión, el que sometió a Castilla a unos impuestos desmedidos que acabaron aniquilando a su antaño próspera industria, el que procedió a realizar, repetidamente, secuestros de los caudales de Indias de los particulares, casi como un vulgar ladrón. Franco solo veía las glorias militares e imperiales. Se extasiaba ante el triunfo de Lepanto e ignoraba lo que había costado y quién lo había pagado. La ruina de los pecheros castellanos ni la veía ni le habría interesado.


			Muestra de este desconocimiento de la historia de España es la visión negativa que Franco tenía del siglo XVIII —un siglo, como sabemos, de relativa paz, de recuperación demográfica, próspero económicamente, con estabilidad en las cuentas de la monarquía e, incluso, de reforzamiento militar, de impulso a la flota y de fomento de las artes y el conocimiento—, ya que esa centuria había sido el siglo del “afrancesamiento”, el de los gobernantes ilustrados de tendencias reformistas, el del enciclopedismo y la masonería. 


			Así, en el discurso de fin de año de 1939, Franco se refería a los “malos” españoles:


			Son los que bajo Carlos III introdujeron en nuestra nación la masonería a caballo de la Enciclopedia; los afrancesados, cuando la invasión napoleónica; los que con Riego dieron el golpe de gracia a nuestro imperio de ultramar; los que rodearon a la reina gobernadora, cuando decretaba la extinción de las órdenes religiosas y la expoliación de sus bienes bajo la inspiración del judío Mendizábal; los que en el 98 firmaron el torpe Tratado de París, que a la pérdida de nuestras Antillas unía graciosamente nuestro archipiélago filipino, a muchas millas del teatro de la guerra; los que en un siglo escaso hicieron sucumbir el más grandioso de los imperios bajo el signo de la monarquía liberal y parlamentaria; los mismos que en nuestra cruzada, sirviendo intereses extraños, lanzaban consignas de mediación y en nuestra retaguardia intentaron verter el descontento.


			El párrafo anterior muestra a la perfección el carácter reaccionario del caudillo, su oposición a cualquier progreso y lo tremendamente sesgadas (algunas directamente falsas) que son sus afirmaciones. Además, muestra su antisemitismo, del que después de la derrota de Hitler renegaría para intentar congraciarse con los Aliados. Si no, ¿a cuento de qué viene señalar que Mendizábal era judío? Cuando uno estudia o explica la desamortización a sus alumnos, no encuentra la necesidad de señalar que Mendizábal era o no judío. 


			No obstante, para Franco, lo peor de nuestro pasado se encontraba en el siglo XIX. Una época de revoluciones y profundas reformas de carácter liberal, contrarias a la esencia nacional, que se había saldado, según el caudillo, con el fracaso del desarrollo económico y con la liquidación total del imperio en los estertores del siglo.


			El corolario para Franco era inapelable: la Ilustración, el liberalismo, la iniciativa privada, la economía de mercado y la burguesía habían fracasado en su tarea de industrializar al país y mantener el imperio. De ahí, en un salto mortal intelectual, concluía que le correspondía al Estado la obra de desarrollar económicamente España y revivir las glorias imperiales. ¿De dónde sacaba Franco la idea de que el Estado lograría, sin más, industrializar el país? 


			Pero la industrialización no era un fin en sí mismo, sino un medio para convertir a España en una potencia militar, capaz de llevar a cabo el proyecto imperial. Debía ser un logro “nacional” y prescindir del capitalismo internacional que había depredado los recursos de España durante el siglo XIX. Debía alcanzarse un desarrollo de carácter cerrado y autárquico.


			La corrupción del Estado


			En el caso de la industria la intervención estatal fue mucho más intensa que en otros sectores. De entrada, el propio Estado se convirtió en empresario. El “fracaso” de la iniciativa privada exigía, según los dirigentes franquistas, la creación de empresas estatales encargadas directamente de desarrollar los principales sectores industriales y de manera especial los relativos al fortalecimiento militar de España. El Instituto Nacional de Industria (INI) —que, inicialmente, iba a llamarse Instituto Nacional de Autarquía— fue el organismo encargado de llevar a cabo este proyecto. 


			Pero, además de su actuación directa, el Estado franquista promulgó una abundante legislación para regular y ordenar la actividad industrial privada. Desde normas dirigidas a la limitación de la presencia de capitales y empresas extranjeras a las relativas a instalación o ampliación de industrias, fijación de precios, establecimiento de cupos y controles al comercio exterior. Curiosamente, el peso del pensamiento tradicionalista en el conglomerado que constituía el denominado Movimiento Nacional se dejaba traslucir en muchos momentos, poniendo de manifiesto su escasa coherencia: “El artesanado —herencia viva de un glorioso pasado gremial— será fomentado y eficazmente protegido, por ser proyección completa de la persona humana en su trabajo y suponer una forma de producción, igualmente apartada de la concentración capitalista y del gregarismo marxista”. El elogio del artesanado y los gremios era completamente contradictorio con la construcción de una gran industria moderna.


			Pero lo peor de esas leyes industriales era su carácter ultranacionalista, con fuertes limitaciones a las inversiones procedentes del exterior. Para un país científica y tecnológicamente atrasado, esta fue una de las medidas más irracionales, incomprensibles y lesivas para la economía española de las adoptadas por el franquismo. 


			La definición final de cómo sería la intervención estatal es digna de reproducir: “El nuevo Estado será constructivo, creador. Suplantará a los individuos y a los grupos, y la soberanía última residirá en él y solo en él. El único intérprete de cuanto hay de esencias universales en un pueblo es el Estado y dentro de este logran aquella plenitud. Corresponde al Estado, asimismo, la realización de todos los valores de índole política, cultural y económica”.


			Como afirmaba Manuel Jesús González, el sistema franquista se fundamentaba en la “ignorancia de la ciencia económica” y en “la supremacía del voluntarismo y de la idea de servicio a más altos objetivos, sobre pretendidas leyes de comportamiento de la economía”. El mismo autor sintetiza magistralmente el carácter de los consejeros económicos del franquismo: “Carecían de una específica formación como economistas. No disponían del concepto de coste de oportunidad, desconfiaban del mercado y procedían miméticamente con los ojos puestos en Alemania y Japón, principalmente, y con el loable deseo de construir una nación industrial y poderosa”.


			Franco tenía unas ideas muy simplistas sobre el Estado. Porque, legítimamente, podríamos preguntarnos: ¿quién es el Estado?, ¿qué conocimientos y potencias atesora?, ¿por qué deberíamos pensar que la intervención del Estado es, en sí misma, beneficiosa?


			La respuesta, claro, es que el Estado no es un ente omnisciente y de comportamiento recto en favor de la comunidad. El Estado lo conforman políticos y funcionarios, con su ideología, con sus conocimientos, más o menos limitados, y con sus propios intereses. Un director general de Agricultura que a su vez sea terrateniente (como ocurrió, precisamente, con Manuel Goytia y Angulo, gran propietario jerezano) es posible que de manera inconsciente (o consciente) identifique sus intereses privados y los de los demás terratenientes con los intereses del país y termine considerándolos de “interés nacional”. Y puede darse el caso, y así sucedió con Franco, de que organismos del Estado como el Servicio Nacional de Trigo se terminen convirtiendo en grupos de presión que desvíen recursos públicos en favor de sus representados y en contra del interés de la mayoría. Si Franco hubiera leído a Adam Smith y a Jean-Baptiste Say habría tenido conocimiento de las advertencias de estos autores sobre el modo en que los intereses privados penetran en los organismos del Estado. Claro que, el primero en actuar así fue el propio caudillo. No necesitó de la guía de ningún economista para convertirse en un avezado “capturador de rentas”.


			El nuevo Estado franquista se caracterizó además por los altísimos niveles de corrupción. Pedro Fraile ha explicado con claridad este asunto. Los individuos que configuran el Estado tienen sus propios intereses e intentan maximizar su utilidad, y emplean su poder discrecional para favorecer a los grupos que le permiten mantenerse en el poder. En un sistema dictatorial, en el que no hay elecciones, esos individuos tenderán a favorecer al dictador y a su círculo de influencia: actuar en favor de una mayoría carente de voto y poder no tiene ningún aliciente. 


			Este problema ya lo detectó de manera precisa el gran economista Jean-Baptiste Say: “Un Gobierno solo puede actuar a través de mandatarios, es decir, a través de personas que tienen un interés particular distinto del suyo y que es mucho más importante para ellos”.


			Pero, aún más importante, ¿cuál es el nivel de conocimientos de todo ese conjunto de personas que forman el Estado?, ¿quién nos puede garantizar que tienen una elevada formación técnica acerca de los asuntos sobre los que gobiernan?, ¿por qué debemos pensar, sin más, que esos políticos y funcionarios tienen más conocimiento y mejor criterio sobre los asuntos económicos que el resto de los ciudadanos? Y, sobre todo, ¿quién puede garantizarnos que saben, mejor que los propios interesados, cuáles son los verdaderos intereses de estos?


			Adam Smith dejó escritas palabras decisivas sobre el asunto:


			Proscritos enteramente todos los sistemas de preferencia o de restricciones, no queda sino el sencillo y obvio de la libertad natural que se establece espontáneamente y por sus propios méritos. Todo hombre, con tal de que no viole las leyes de la justicia, debe quedar en perfecta libertad para perseguir su propio interés como le plazca, dirigiendo su actividad e invirtiendo sus capitales en concurrencia con cualquier otro individuo o categoría de personas. El soberano se verá liberado completamente de un deber cuya prosecución forzosamente habrá de acarrearle numerosas desilusiones y cuyo cumplimiento acertado no puede garantizar la sabiduría humana, y es, a saber, la obligación de supervisar la actividad privada, dirigiéndola hacia las ocupaciones más ventajosas a la sociedad.


			Igualmente, Say nos dejó una reflexión muy importante sobre esta cuestión: “Sé que las faltas de los individuos nunca pueden arruinar más que a un pequeño número de familias, mientras que las de los príncipes y ministros extienden la desolación por todo un país”.


			En definitiva, Say consideraba que los gobernantes no solo tenían que estar muy bien formados, sino que, además, sus errores en materia de política económica tenían repercusiones mucho más graves que cuando se equivocaba un ciudadano particular. 


			Otro de los grandes defectos en los planteamientos de Franco era que consideraba la economía como un medio para lograr fines políticos y militares. Lo importante era el “destino universal” de España y el retorno de la España imperial. Este objetivo nacionalista e imperialista distorsionaba la correcta visión de los problemas estrictamente económicos, como no atender a las posibilidades reales de desarrollo y apostar por sectores como la industria pesada y militar.


			‘Disciplinar los precios’


			Franco, en su intento de crear un nuevo sistema económico y desarrollar España, se encontró con otro gran escollo: su incomprensión del sistema de precios. Para una persona formada en la ciega obediencia y el mando, debía resultarle irritante que los precios se movieran de forma indisciplinada y que la inflación avanzase imparable. En consecuencia, decidió aplicar todo el rigor de su “mando supremo” en la lucha contra esos duendes caprichosos. La primera norma fundamental del nuevo Estado, el Fuero del Trabajo, declaraba solemnemente: “Se disciplinarán los precios”. Esta manifestación revela, perfectamente, la confusión de Franco. El concepto “disciplina” se puede aplicar a la Legión, a la vida militar, pero no a la economía. Este concepto es ajeno al análisis económico.


			Su objetivo era conseguir que los precios retornasen “a los niveles previos al Alzamiento nacional”. ¡Casi nada! Después de una guerra de tres años de duración, con un intenso proceso inflacionista, con la circulación monetaria desbocada, con un serio problema de endeudamiento, con una significativa reducción en la oferta de productos, el dictador “ordenaba” que los precios retornasen a los de 1936.


			Inglaterra había vuelto al patrón oro en 1925, al tipo de cambio anterior a la Primera Guerra Mundial. Para ello, tuvo que adoptar una severa política deflacionista que causó un enorme malestar social y durísimas huelgas, y que fue enérgicamente criticada por John Maynard Keynes en su obra Las consecuencias económicas del señor Churchill. Franco pensaba que podía conseguir una deflación sin asumir ningún coste, simplemente recurriendo al “mando”, a dictar las órdenes oportunas a los agentes económicos. Sin embargo, para contrariedad del caudillo, la economía tiene sus propias reglas que no son, precisamente, el Credo Legionario.


			Conviene añadir alguna matización. Es verdad que el Estado, dentro de ciertos límites y de manera muy temporal, puede llevar a cabo políticas de control de precios y rentas. Así sucedió, por ejemplo, en los Estados Unidos durante la Segunda Guerra Mundial. Pero los Estados Unidos disponían de una maquinaria productiva que marchaba a todo gas y contaron con la Oficina de Administración de Precios, en la que trabajaban personas muy competentes: entre ellas su director, Leon Henderson y, sobre todo, su subdirector, el prestigioso economista John Kenneth Galbraith. En España teníamos a los funcionarios de la Comisaría General de Abastecimientos y Transportes (ninguno de ellos con formación económica), y al experto de referencia, Higinio Paris Eguilaz (del que hablo, con detalle, más adelante), médico de profesión y economista aficionado. El propio Paris, hombre muy trabajador y sincero, reconocía su “escaso bagaje en formación económica”.


			Para ejercer su gobierno, Franco se rodeó, fundamentalmente, de militares, abogados, ingenieros y de diversas personas procedentes de las filas del Movimiento. Galbraith pudo negociar y pactar una política de contención de precios y salarios gracias a que Estados Unidos contaba con poderosas y representativas organizaciones sindicales y patronales (aunque no faltaran los conflictos). En España, Franco había procedido a destruir las entidades representativas, en especial las de los trabajadores, y las había sustituido por el sindicalismo vertical, que solo representaba a los burócratas de la Organización Sindical franquista. Contrariamente a lo que sucedió en España, en Estados Unidos la obra de Galbraith se saldó con un notable éxito. Los precios subieron menos que durante la Primera Guerra Mundial y cuando se suprimieron los controles, las presiones inflacionistas pudieron controlarse con éxito. Richard Parker, biógrafo de Galbraith pudo escribir: “[Galbraith] y sus colegas de la Oficina de Administración de Precios tuvieron un éxito impresionante, guiando una economía que cuadriplicó su tamaño en menos de cinco años sin avivar la inflación que había obsesionado en la Primera Guerra Mundial o dejara un colapso después de la guerra del tipo que había causado tanto daño a Europa en la década de 1920”.


			Si nos referimos al racionamiento, también deben ser contempladas un par de cuestiones: su duración y el ejemplo que den las autoridades. En cuanto a la primera, existe una relación directa entre el cumplimiento de las medidas y su permanencia. Las personas tendemos a cansarnos de las restricciones —la reciente pandemia es un buen ejemplo de ello—. En España, las “medidas provisionales” de racionamiento se adoptaron en 1939 y perduraron durante toda la década de los años cuarenta. La población se hastió de ellas y buscó, a través del mercado negro, la satisfacción de sus necesidades. La segunda cuestión tiene, incluso, más importancia. Si el público observa que las autoridades, los responsables políticos, los dirigentes sociales comparten, en alguna medida, las penurias de la población, aceptará de mejor grado las restricciones. Obviamente, esto está relacionado con el sistema político vigente en el país. Así, en las democracias occidentales el ambiente social tendió a favorecer el cumplimiento de las normas. Por el contrario, en España, el pésimo ejemplo que dieron tanto las autoridades como los responsables políticos fomentó el incumplimiento de las normas y el mayor desarrollo del estraperlo. Altísimos dirigentes del Régimen (empezando por el caudillo) se enriquecieron con el mercado negro. Los estraperlistas se paseaban con sus queridas y sus coches de lujo por las calles de Madrid y frecuentaban los locales de moda. Incluso Franco “se vio obligado” a expulsar del Ejército a dos generales que habían realizado este tipo de actividades ilícitas de una manera ostentosa. 


			En definitiva, la intervención del Estado no es, en sí misma, ni buena ni mala. Puede ser acertada si ante problemas que no soluciona el mercado se cuenta con organismos adecuados y con personas muy preparadas. En este sentido, me uno a lo planteado, precisamente, por Galbraith: “Yo reacciono de manera pragmática. Donde funciona el mercado, estoy a favor. Donde el Gobierno es necesario, yo estoy a favor. Me es profundamente sospechoso alguien que dice ‘estoy a favor de la privatización’ o ‘estoy profundamente a favor de la propiedad pública’. Estoy a favor de lo que funcione en cada caso particular”.


			El asunto tiene muchísima importancia. Al respecto, recordaré un episodio significativo. Es algo conocido que el nivel de desarrollo de la ciencia económica en Gran Bretaña era muy alto. Hasta esos momentos, la principal corriente de pensamiento económico se había nutrido con las aportaciones de los economistas británicos y, desde hacía siglos, la Administración del país había recurrido a ellos. Pues bien, a pesar de ese bagaje y de esa ilustre historia, Keynes advertía sobre las carencias formativas de parte del funcionariado británico. Y si Keynes cuestionaba a los bien formados trabajadores públicos, ¿qué habría dicho de ese grupo de militares, abogados, falangistas y burócratas que dirigían de manera “totalitaria” la economía española?


			Pero Franco tenía una confianza absurda en que la intervención de Estado, así, sin más, resolvería los problemas que, a su juicio, el mercado era incapaz de resolver. En 1946, en un acto conmemorativo del Alzamiento, afirmaba que la intervención podía “limitar el ascenso de los precios y distribuir una parte, la que se pueda, que de otra forma no alcanzaría más que a los poderosos. La intervención, por mala e imperfecta que pueda ser, es la única salvaguardia de los pobres”.


			La hambruna de los años cuarenta desmintió de forma contundente semejantes teorías. Los que sufrieron los errores de la “mala e imperfecta” intervención fueron los más pobres. Los pudientes hicieron fabulosos negocios en el mercado negro, surgido, precisamente, como consecuencia de la intervención, y no se privaron de nada.


			Ese mismo año, 1946, ante una representación de labradores, insistía en la bondad de la intervención:


			Vivimos tiempos de excepción, tiempos excepcionales, y en ellos, como en los tiempos de guerra o de lucha, como en los de crisis difíciles de las naciones, por los que atraviesa hoy todo el mundo, existe la intervención que el Estado español se ve forzado y obligado a llevar a cabo en los productos alimenticios de primera necesidad y del campo, intervención que no es un capricho del Gobierno ni de los organismos del Estado, sino que es una necesidad para que no se muera España de hambre: es un mal menor, es una injusticia mínima.


			Como los ministros de Franco durante los años cuarenta tampoco dominaban la ciencia económica (a excepción de Larraz), estaban convencidos de que el caudillo sabía lo que se llevaba entre manos por la facilidad que tenía al charlar del tema. González-Gallarza, ministro del Aire, cuenta como, en 1946, en plena hambruna, muchos ministros estaban acongojados con el grave problema de los abastecimientos y que Franco los tranquilizó: “En el Consejo de Ministros se planteó el problema gravísimo de que íbamos a encontrarnos sin pan. Entonces con su capacidad comprobada para hacer frente a las situaciones más difíciles […] Franco se limitó a asegurar: ‘Trataremos de resolverlo’”.


			Bueno, uno podría pensar que Franco habría aportado una solución rotunda y eficaz. Pero se limitó a decir “trataremos de resolverlo” y no resolvió nada. 1947 fue un año terrible de hambre, de los peores de la década. Y también lo fueron 1948, 1949 y 1950. Hasta que los Estados Unidos, con su estratégico acercamiento a España, salvaron la situación.


			La obstinación del caudillo por mantener la congelación de los precios lo llevó a adoptar algunas medidas peculiares. Por ejemplo, cuando se comprobó que no se podían seguir vendiendo las piezas de pan obligatorias de un kilo (conocidas como gallegas) a los precios establecidos, Franco y sus asesores inventaron lo que podríamos llamar el kilo de 800 gramos: manteniendo el coste y reduciendo el peso ¡salvaron los precios!


			Otro asunto que llevó siempre de cabeza a Franco fue el del comercio internacional, la balanza de pagos y el papel del oro en el sistema monetario nacional e internacional. Los economistas clásicos, particularmente Smith, Ricardo, Say y Mill, habían demostrado, de manera incontestable, que el comercio libre entre los países era provechoso para todos los participantes y también la forma en la que se distribuían los beneficios del comercio. Mostraron que las restricciones y las medidas de protección favorecían solo a una parte de la población y causaban perjuicios a la mayoría y, obviamente, a los trabajadores de las empresas extranjeras que, siendo más competitivos, no podían exportar sus productos a los mercados protegidos. Este es un asunto verdaderamente crucial. Para los economistas nacionalistas y mercantilistas perjudicar a los países extranjeros con medidas restrictivas se considera apropiado, incluso lo ven con simpatía. Los economistas liberales, por el contrario, se ponen en la piel de esos países y consideran que tales medidas resultan injustas porque dañan a productores cuyo propósito es ser más competitivos y ofrecer productos más baratos. Esa es la diferencia esencial entre el enfoque de los nacionalistas (que se escudan bajo el “interés nacional”, cuando sabemos que defienden intereses particulares) y los economistas liberales que miran por el bienestar de los ciudadanos, incluidos los de los productores eficientes de los países extranjeros.


			Pero los economistas liberales iban mucho más allá. Pensaban que el libre comercio no solo tenía repercusiones favorables desde el punto de vista material, por el contrario, consideraban que los mayores beneficios se producían, al estrecharse los lazos entre los países, al mejorar su conocimiento mutuo y el de sus respectivas culturas y costumbres. El primero de los clásicos, si no estoy equivocado, que destacó este beneficio fue John Stuart Mill en sus Principios: 


			Pero las ventajas económicas del comercio son superadas en importancia por sus efectos intelectuales y morales. Es difícil exagerar el valor, en el bajo estado actual del perfeccionamiento humano, de poner a los seres humanos en contacto con personas distintas de ellos y con modos de pensar y actuar diferentes de los que conocen. El comercio es ahora lo que fue la guerra, la principal fuente de este contacto.


			Pocos años más tarde, el industrial, político y economista Richard Cobden insistía en las mismas ideas:


			Creo que la ganancia física será la ganancia más pequeña para la humanidad del éxito de este principio. Miro más allá, veo en el principio del libre comercio aquello que actuará sobre la moral, para introducir en el mundo como el principio de la gravitación en el universo, atrayendo a los hombres, apartando el antagonismo de raza, credo e idioma, y uniéndonos en los lazos de la paz eterna […] Creo que el efecto será cambiar la faz del mundo, para introducir un sistema de gobierno enteramente distinto del que ahora prevalece. Creo que desaparecerá el deseo y el motivo de los grandes y poderosos imperios, de los ejércitos gigantescos y de las grandes armadas, de los materiales que se utilizan para la destrucción de la vida y la desolación de las recompensas del trabajo.


			Cobden no hablaba de manera retórica o gratuita. Fue un activo pacifista que se opuso a la guerra de Crimea, en momentos de fiebre belicista en Gran Bretaña, lo que le ocasionó importantes problemas.


			De país privilegiado a país pobre


			Cuando la autarquía demostró ser un colosal fracaso, Franco cejó en su defensa y responsabilizó de sus consecuencias al aislamiento internacional. 


			El Régimen cambió entonces su discurso y España dejó de ser el país privilegiado que la propaganda franquista se había esforzado en presentar y se convirtió en un país pobre. Era otra coartada para explicar la hambruna. En el II Congreso Nacional de Trabajadores, en 1951, Franco exponía: “En este empeño necesitamos borrar de la conciencia de los españoles aquel pueril equívoco de que España es una nación rica en productos naturales”.


			Como hemos visto, Franco había sido el principal protagonista el equívoco. 


			Para Franco, y de manera similar a los mercantilistas más rudimentarios como Antoine de Montchrétien, el proteccionismo era un sistema necesario y permanente de su concepción económica. Un proteccionismo rabiosamente nacionalista, con aires xenófobos, que recuerda a las exaltadas imprecaciones del mercantilista francés, y cito textualmente, contra “las sanguijuelas extranjeras” y con desplantes, muy vanos, de autosuficiencia, que poco tenían que ver con la pobre realidad del país.


			Curiosamente, en 1936, un tal Vicente Sevillano Carvajal publicaba un libro con el expresivo título La España… ¿de quién? Ingleses, franceses y alemanes en este país, en el que hablaba del “efecto succión” de la inversión extranjera y reclamaba su nacionalización. Las sanguijuelas de Montchrétien atacaban de nuevo, tres siglos después.


			Como señalaba antes, uno de los economistas “oficiales” durante el franquismo autárquico fue el médico Higinio Paris Eguilaz. Su formación como médico no resultaba, en principio, un problema. Sin embargo, cuenta Manuel Jesús González (y el propio Paris lo admitía) que sus conocimientos sobre economía y teorías económicas eran “bastante ligeros” y que los había obtenido de la lectura de algún manual. 


			A pesar de estas carencias analíticas e histórico-económicas, Paris sostenía de manera rotunda (igual que Franco) la idea de que el capitalismo liberal era incapaz de mantener un crecimiento sostenido y que el mercado era ineficiente. Dos conclusiones excesivamente tajantes y ambiciosas para una persona que partía de una base teórica e histórica tan endeble. Los prejuicios ideológicos de Higinio Paris son también muy determinantes: consideraba que el liberalismo y el laicismo suponían “la negación de todos los valores espirituales”, “un brutal desdén por la dignidad humana” y la consideración del trabajo como “mercancía”. En su opinión, la solución de estos problemas estaba en la “superación” de un sistema “caduco” por un nuevo Estado, totalitario, unitario, imperial y religioso. La política económica debía tener como fin primordial el de aumentar el “poderío” y la “grandeza” de la nación, empleando todas las fuerzas humanas disponibles. Y añadía: “Estos fines solo se pueden alcanzar mediante la dirección por el Estado de la producción, de la distribución y, en cierta forma, también del consumo”.


			Paris compartía, también, la visión quimérica sobre las riquezas naturales de España y propugnaba su nacionalización, “incluso por la fuerza”, para alcanzar la independencia del país. Todavía más, defendía la necesidad de emprender un programa de expansión imperial: “Liberar por la fuerza […] aquellas riquezas del propio territorio que estén dominadas por capitales extranacionales…, e incluso ejercer influencia sobre otros territorios fuera de la nación propia, que estén sometidos hasta ese momento al dominio de otras naciones con menor justificación histórica”.


			Como vemos, Germán Bernácer estaba en lo cierto cuando advertía de que las políticas económicas autárquicas provocaban las guerras económicas y estas, las guerras de verdad.


			Por lo demás, Paris se muestra convencido de que todo podía alcanzarse mediante el adecuado ejercicio de la autoridad. Así, un órgano directivo central entendería sobre: “Valoración de datos estadísticos, política monetaria y de crédito, dirección de las inversiones, tanto del Estado y entidades oficiales como del sector privado, ordenación de la producción en sus distintos aspectos, transportes, política de precios, comercio exterior y pagos internacionales, reajuste de precios y salarios, seguros sociales y cuanto se refiere a la duración de la jornada y condiciones generales de trabajo”.


			¿Imagina el lector la gigantesca burocracia que sería necesaria para poder llevar a cabo un control de tal calibre de la actividad económica? La propuesta de Paris era un verdadero despropósito.


			El mercantilismo franquista era, pues, la versión más extremista y rudimentaria, más política y menos económica (en el sentido de menor calidad analítica y más contraproducente). Recordemos que Keynes, que reivindica la intervención del Estado, defiende en su Teoría general lo que estimaba como aspectos positivos del pensamiento mercantilista. No es este el lugar para extenderme en estas cuestiones; recordaré, tan solo, que Keynes consideraba que las políticas mercantilistas podían haber estado justificadas, en su momento, por el objetivo de bajar los tipos de interés en el interior de los países, fomentando la inversión interna y el empleo.


			El mercantilismo franquista no era tan refinado. Cuestiones como las señaladas por Keynes se resuelven en el modelo nacionalsindicalista directamente con el “mando”, con decisiones del Gobierno: los tipos de interés se fijan por decreto, igual que la cantidad de dinero, el volumen y destino de las inversiones, y el tipo de cambio.


			También en otros asuntos, el franquismo se acerca al mercantilismo, como en lo que respecta a la política salarial. Para Thomas Mun, el más destacado de los mercantilistas ingleses —en buena medida porque fue el objeto de las críticas de Smith—, el logro de la balanza comercial favorable se tenía que basar en la existencia de bajos salarios internos, resultado de la abundancia de mano de obra y de una población creciente. En esto los franquistas también eran mercantilistas: las jornadas de trabajo debían de ser largas y los salarios bajos. En lo concerniente a la población, la obsesión natalista del Régimen es conocida.


			El asunto del oro y los tipos de cambio le causaron a Franco más quebraderos de cabeza y nunca llegó a entenderlos. A veces pensaba que el oro era importante para una economía y, en otras ocasiones, opinaba lo contrario. Jamás se decidió.


			Los economistas, represaliados


			Durante los años de la dictadura de Primo de Rivera, Franco empezó a dar muestras de sus concepciones en materia de cambios exteriores. El asunto tiene su miga. El propio Franco confiesa que:


			Ante el fenómeno de la crisis de nuestra moneda en tiempos de Calvo Sotelo y las tonterías que las declaraciones gubernamentales y los comentarios de prensa registraban, se alzaban en mí argumentos evidentemente claros, contrarios a aquellas explicaciones; la curiosidad me llevó a asesorarme de terceros amigos a los que presenté mis discrepancias de fondo, y mi sorpresa fue grande cuando reforzaban mis argumentos. En España carecíamos de conocimientos, y los que había estaban alejados de la política y sojuzgados por los conceptos estrechos con miras recaudatorias del Ministerio de Hacienda.


			Este testimonio de Franco en primera persona produce sonrojo porque ¿cuáles eran las tonterías que decía el Gobierno sobre los cambios? ¿Y las de la prensa? ¿Cuáles eran los argumentos “evidentemente claros” que nacían en su mente? ¿Quiénes eran esos asesores, estos sí, iluminados por la ciencia? Por supuesto, el caudillo no cita, porque no lo conocía (ni lo hubiera entendido), el famosísimo Dictamen sobre el patrón oro, del gran economista español Antonio Flores de Lemus. Y, por supuesto, el futuro dictador ignoraba la larga e importante polémica que existía en España sobre el patrón oro.


			Algunas de las afirmaciones de Franco, además de falsas, resultan gratuitas, como cuando afirma que en España “carecíamos de conocimientos”. Muy al contrario, durante el primer tercio del siglo XX habían surgido algunos economistas que, sin destacar en el ámbito internacional, poseían una buena formación, estaban al corriente de los progresos de la ciencia económica en el exterior y realizaron estudios e informes de incuestionable calidad, como el ya citado de Flores de Lemus. A este último habría que añadir, al menos, los nombres de Luis Olariaga, Gabriel Franco, Manuel de Torres, José María Zumalacárregui, Francisco Bernis, Olegario Fernández Baños, José Antonio Vandellós, Agustín Viñuales, Román Perpiñá, Enrique Rodríguez Mata, José María Tallada, Jesús Prados Arrarte y Ramón Carande. Un grupo de notable importancia que Franco despreciaba olímpicamente. Me vienen a la memoria los versos de Machado de su poema A orillas del Duero: “Castilla miserable ayer dominadora, / envuelta en sus andrajos desprecia cuanto ignora”. Franco añoraba y representaba aquella antigua Castilla y despreciaba lo que ignoraba.


			Lo mismo cabe señalar en otros campos científicos y en la preparación general de la burocracia, un capital humano que fue barrido precisamente por la represión franquista y el exilio tras la Guerra Civil. En concreto, entre los economistas, el retroceso fue muy destacado. Manuel Martín Rodríguez y Eloy Fernández Clemente publicaron en 2008 un trabajo titulado Sesenta economistas académicos del exilio, en el que presentaban un primer balance de los expertos que tuvieron que huir de España en 1939, así como de la labor profesional que ejercieron en los países de acogida, en muchos casos, de gran mérito.


			Como ya hemos visto, la mayor parte de los políticos y altos responsables económicos de los años cuarenta fueron militares, ingenieros y abogados. Hubo unos pocos economistas con influencia: Higinio Paris Eguilaz, Antonio Robert y Manuel Fuentes Irurozqui, que podrían ser calificados, sin incurrir en exageraciones, de “neomercantilistas”. Los economistas más destacados del periodo previo a la Guerra Civil desaparecieron de la escena: algunos, por su fallecimiento (Francisco Bernis y Carrasco, en 1933; Antonio Flores de Lemus, en 1941; Olegario Fernández Baños, en 1946); otros, por el exilio (definitivo en el caso de Gabriel Franco; hasta 1948, en el de Agustín Viñuales). Los que siguieron ejerciendo su profesión fueron Luis Olariaga, Manuel de Torres, Román Perpiñá, Fernández Baños (hasta su fallecimiento en 1946) y Viñuales tras su regreso del exilio en 1948; lo hicieron en puestos técnicos o políticos de segunda fila, apartados, alejados de altas responsabilidades. José Larraz tuvo un paso fugaz por el Ministerio de Hacienda, por su manifiesta incompatibilidad con los planteamientos económicos de Franco. Manuel de Torres, a pesar de su identificación con el franquismo, publicó, tal y como he señalado en otros trabajos, algunas precoces críticas a la política intervencionista, aunque no se le prestó atención en ámbitos oficiales. Salvador Almenar expresó de manera clara la situación: “Las vidas de los economistas españoles durante la guerra y la inmediata posguerra, como ocurrió con otros ámbitos profesionales lindantes con la política, estuvieron marcadas en muchas ocasiones por una alternante sucesión de posicionamientos, temores, huidas, reclusiones, encarcelamientos, procesos de depuración y, según los casos, la incorporación a nuevos puestos o el exilio”.


			Manuel Jesús González expresó con palabras rotundas las consecuencias de las múltiples y reiteradas medidas depuradoras: “El efecto fue seguramente el buscado: crear un clima de terror ideológico en las esferas de la Administración. La uniforme concordia con la ideología guerrera y oficial de los vencedores fue en parte resultado del terror y en parte de la capacidad mítica que conservan las emociones fuertes engendradas en la guerra”.


			Por lo demás, para que la actividad de los economistas fuera fructífera, era necesario contar con instituciones en las que hubiese medios (financieros, dotaciones de libros y revistas, contactos con el exterior…) para llevar a cabo las investigaciones. Lo expresaba muy bien José María Zumalacárregui, uno de los economistas de más sólida formación que simpatizaron con el régimen franquista, que consideraba que el Estado debía intervenir en la economía siempre que poseyera “capacidad y eficiencia técnica”. Y explicaba que, para ello, era necesario contar con institutos de estudios de la coyuntura dotados de personal competente capaces de asesorar al Gobierno. En este sentido, debemos recordar que, además de prescindir de los economistas, el franquismo provocó la desaparición o el aletargamiento de las principales instituciones de estudios económicos que habían alcanzado un buen nivel de competencia técnica en los años previos a la Guerra Civil: el Centro de Estudios Económicos de Valencia, el Servicio de Estudios del Banco de España y el Institut d’Investigacions Econòmiques de Barcelona. Si a ello añadimos que el modelo económico pasó a ser el de las potencias fascistas y que España se cerró al influjo del pensamiento económico en vigor en los países más avanzados y democráticos, el panorama es desolador. En estas circunstancias, ¿cómo era posible pensar que el Estado sería capaz de adoptar las medidas adecuadas para dirigir la economía? ¿Por obra del azar?


			Por lo demás, según sabemos (por posteriores declaraciones del propio caudillo), los expertos a los que Franco recurrió, y que lo reafirmaron en sus “evidentemente claros” argumentos, eran el director y algunos empleados de la sucursal bancaria en la que Carmen Polo tenía sus ahorros, cuya formación estaba a años luz de la de los economistas mencionados. 


			El patrón oro y el tipo de cambio


			Por aquellos días, Franco se atrevió, incluso, a aconsejar al ministro de Hacienda, José Calvo Sotelo, sobre cuál debía ser su política en relación con el patrón oro y el papel que las reservas exteriores jugaban en la economía. Aquí, el general fundió lo económico con el ocultismo y la magia (a los que era muy aficionado). Al atribulado ministro le dijo que lo de las reservas de oro era una tontería: “Supóngase que ahora llega el gobernador del Banco de España y en un aparte le dice: ‘Señor ministro, nos hemos dado cuenta de que el oro que tenemos en el Banco de España no es oro, sino pedruscos’. Mientras no se enterase nadie el hecho carecería de importancia. Al día siguiente verían que no había pasado nada, ni al otro, y pronto se les pasaría el disgusto”. 


			A Calvo Sotelo, que vivía acongojado por los problemas de la cotización de la peseta, no le hizo mucha gracia la ocurrencia y le contestó: “No diga usted tonterías, mi general”.


			Según Franco, ¡todos los españoles podrían haber sido ricos! Habría bastado con que hubiesen mantenido en secreto el saldo de su cuenta corriente. Claro, que había un pequeño obstáculo: el director de la sucursal no habría admitido ese secreto. Como no lo habrían admitido, con relación a las reservas de oro españolas, los demás países del mundo y las organizaciones internacionales.


			De forma absolutamente anárquica, Franco pasaba de considerar irrelevantes las reservas de oro (siempre que se mantuviesen ocultas) a considerarlas imprescindibles para el desarrollo del país. Además, es obvio que no conocía las diferencias que había entre el patrón oro clásico, el patrón cambio oro y el patrón oro dólar, nacido en la Conferencia de Bretton Woods. Él mismo había reconocido que no entendía esas cosas.


			De manera que Franco, sobre estos asuntos, podía decir (y lo dijo) una cosa y la contraria sin inmutarse.


			Así, en 1938, en unas declaraciones al periodista Manuel Aznar afirmaba:


			España tiene capacidad económica sobrada para dar cumplimiento a ese programa y aun a otro más amplio. La experiencia de esta guerra es concluyente. Se ha vivido durante mucho tiempo bajo la influencia mística del oro. Recuerdo a este respecto una conversación que hace años sostuve con el entonces ilustre y hoy glorioso Calvo Sotelo. Él también estaba influido por el mito del oro. Yo no. Nunca creí, y hoy creo menos que nunca en ello, que la nación más rica sea la que más oro posea. La riqueza y la independencia de una nación dependen de las materias primas con que cuentan.


			En su discurso de inauguración de las Cortes en 1951 soltaba una frase que mostraba con una enorme crudeza su desconocimiento sobre estas materias: “Si un día España tuvo oro por valor de tres mil millones, hoy posee en bienes tangibles más de siete mil millones de pesetas oro”.


			¿Qué era eso de bienes tangibles? ¿Las minas de Almadén?, ¿el Museo del Prado?, ¿los naranjales de Valencia? ¿Es que Franco pensaba que podía pagar el déficit exterior con este tipo de bienes?


			El 15 de agosto de 1955, Franco decía respecto a la situación económica de España: “No es tan mala, a pesar de la falta de oro y de lo que hicieron los rojos por dejar destrozada la economía española”.


			Tan solo unos días más tarde, el 19 de agosto de 1955, cambiaba de opinión y confesaba a su primo Franco Salgado-Araujo: “Si no fuera herejía, se podría exclamar ¡bendita sea la hora en que los rojos robaron el oro de España! Pero se ha demostrado que la falta de oro fue el estímulo de los gobiernos del Régimen para trabajar más intensamente, suprimir en todo lo posible las importaciones y nivelar la balanza”.


			No aburriré al lector con citas extemporáneas y contradictorias de Franco sobre el oro. Lo cierto, como se ha podido comprobar, es que el dictador no tenía una idea clara sobre cuál era su papel en la economía.


			Otra cuestión que a Franco le dio muchos quebraderos de cabeza y que sus ministros, a pesar de sus esfuerzos, no lograron que comprendiera, fue el tipo de cambio. Como todos sabemos, el tipo de cambio de una moneda es un precio. Es lo que cuesta comprar un dólar o cualquier otra divisa utilizando la moneda nacional, en aquellos tiempos, la peseta. Sin embargo, Franco, al igual que otros dictadores, veía en el tipo de cambio un signo de la fortaleza política del país.


			Ya Mussolini había llevado a cabo una verdadera batalla política y económica para mantener la denominada quota novanta, es decir, un tipo de cambio de 90 liras por libra esterlina. Para Mussolini, permitir que la lira bajase de dicho tipo de cambio respecto a la libra era un signo de debilidad frente a Gran Bretaña que el régimen fascista no podía tolerar. Mussolini quería desplazar a la flota británica del Mediterráneo, al que quería convertir en un mar italiano, recuperando el Mare Nostrum. Como afirmaba en un discurso en la plaza principal de Pesaro el 18 de agosto de 1926: “Nuestra lira, que representa el símbolo de la nación, el signo de nuestra riqueza, el fruto de nuestros trabajos, nuestros esfuerzos, nuestros sacrificios, nuestras lágrimas, nuestra sangre, debe ser defendida y será defendida”. 


			Y, en otro discurso, en la plaza Castello de Turín el 23 de octubre de 1932, insistía: “La moneda es la bandera intangible de la nación”. 


			Las medidas que adoptó Mussolini para defender todo lo que, en su opinión, significaba la lira, pensadas en términos políticos y militares, implicaron una deflación de los salarios y fueron desastrosas para los trabajadores y las clases populares. A otros, a los ricos, les fue muy bien.


			Franco podría haber aprendido la lección, pero no lo hizo. Transitó por el mismo fracasado camino. Mantuvo la idea de que el tipo de cambio de la peseta frente a la libra era una cuestión de prestigio, de “honor nacional” y aceptar su devaluación suponía reconocer una posición de inferioridad respecto a la “pérfida Albión”. Franco dispuso que había que hacer lo que fuera, antes que devaluar. 


			Para los no muy expertos en materia económica tal vez sea conveniente hacer un inciso. Como hemos dicho, el tipo de cambio es un precio. Si se deja actuar libremente al mercado, los precios de las monedas entre sí se ajustarán a sus capacidades adquisitivas. Un importador británico estará dispuesto a comprar pesetas si con ellas puede adquirir mercancías españolas que, vendidas en Gran Bretaña, le produzcan un beneficio. Pero, si de manera artificial se eleva ese precio y los potenciales compradores de pesetas estiman que es muy elevado, no las comprarán. En este caso, si el país que tiene una moneda sobrevaluada no encontrase compradores para ella, no exportará y no ingresará divisas. Su economía sufrirá las consecuencias: caerá la producción y el empleo en los sectores exportadores. Pero los efectos perjudiciales no acaban ahí. Como el tipo de cambio está sobrevaluado, los poseedores de pesetas estarán deseosos de comprar libras baratas para conseguir mercancías británicas a bajos precios y venderlas en el mercado español con grandes beneficios. En definitiva, habrá un deseo de aumentar las importaciones, perjudicando nuevamente a los productores nacionales y beneficiando a los británicos.


			En conclusión, mantener artificialmente un tipo de cambio sobrevaluado perjudica enormemente al sector productivo, ya que dificulta las exportaciones y tiende a incentivar las importaciones. La consecuencia será el déficit comercial exterior, que implicará una pérdida de oro o de divisas. Y en la medida en la que un país se queda sin medios de pago internacionales, se ve obligado a renunciar a importar los bienes necesarios, perjudicando, una vez más, a su sector productivo y a sus ciudadanos que no podrán consumir bienes extranjeros.


			Si Franco, en lugar de ver en el tipo de cambio un símbolo del “prestigio de España”, que había que defender como el honor de la nación, lo hubiera visto como lo que sencillamente es, un precio, habría evitado muchos problemas y sacrificios a la maltrecha economía española de la posguerra. 


			Nunca entendió que si un país sufre un proceso inflacionista, realizar un ajuste mediante la devaluación de la moneda no es un deshonor, sino un ejercicio de realismo. Aunque en realidad, parece que, en 1959, cuando se aprobó el Plan de Estabilización, estuvo muy cerca de comprenderlo, según nos han contado los ministros responsables de este asunto, que finalmente le convencieron de que era necesario devaluar la peseta y acabar con las manipulaciones del tipo de cambio, incluidos los sistemas de cambios múltiples. Cuando los ministros lograron que Franco comprendiese que con la devaluación España vendería más a los países extranjeros y les compraría menos, se le iluminaron, por un momento al menos, las entendederas. Incluso sugirió a los ministros, dadas las ventajas, si no sería bueno fijar un tipo de cambio más bajo del que le habían propuesto. Los ministros, derrochando paciencia, le hicieron entender que, igual que no podía fijarse un tipo de cambio artificialmente elevado, tampoco procedía fijarlo excesivamente bajo. El dictador, a regañadientes, tuvo que conformarse. Pero Franco obtuvo una victoria final en este asunto. Cuando le comunicaron que los expertos habían llegado a la conclusión de que el nuevo tipo de cambio sería de 59 pesetas por dólar, al caudillo le resultó una cifra complicada de manejar. Pensó que era mejor redondear el número y fijar el tipo en 60 pesetas por dólar. Los ministros, aburridos y deseando acabar con el asunto, aceptaron su propuesta3. 


			No obstante, la manipulación del precio de la peseta no fue el único error. El franquismo cometió otra equivocación adicional en este asunto al adoptar lo que se llamó “sistema de cambios múltiples”, que se podría explicar brevemente de la siguiente manera manera: la idea era la de premiar a los “buenos” importadores y exportadores, entendiendo por “buenos” aquellos que actuaban en la dirección marcada por el Gobierno. Para estos “buenos” agentes económicos se fijaba un tipo de cambio favorable. Cuando los agentes económicos, en lugar de seguir las directrices del Gobierno, eran “malos” y buscaban el beneficio de su empresa, se les vendían las divisas a un precio más caro. Y todo ello de manera absolutamente arbitraria. El sistema era perverso. Los importadores trataban por todos los medios de, como es lógico, obtener las divisas al mejor precio posible y gastaban su tiempo y sus esfuerzos no en mejorar sus empresas, sino en conseguir favores políticos. Por su parte, los exportadores, que conseguían divisas en el exterior a cambio de sus mercancías, no estaban dispuestos a traerlas a España si el Estado se las valoraba a un precio inferior al del mercado internacional. Las cambiaban, evidentemente, en los mercados negros de divisas, las retenían en cuentas en el exterior o las vendían a mejores precios a empresarios que las necesitaban para poder importar bienes.


			Franco tampoco comprendía otras funciones del sistema de precios. Estos, cuando se mueven libremente, nos informan de la situación de los mercados, de la oferta y de la demanda de productos, de los bienes que se cotizan más, de los factores de producción que son más escasos, de las industrias que son más eficientes y muchas otras cosas. Si se intervienen los precios y se fijan por decreto, nos quedamos sin información o tenemos informaciones incorrectas. Los agentes económicos tomarán decisiones erróneas o se verán obligados a soslayar unas normas que les perjudican.


			Así, por ejemplo, como se habían fijado artificialmente bajos precios de tasa, las producciones de muchos bienes, particularmente los de subsistencia, se desplomaron y los precios subieron en el mercado negro. Franco se dedicó a combatir el mercado negro y los altos precios con medidas de autoridad: mandando y castigando a los desobedientes, incluso con la pena de muerte.


			Del mismo modo, se podían haber evitado algunos de los errores más clamorosos que cometió en materia de intervención de precios de no haber sido por su visión negativa de la Ilustración, como ya vimos, y el desconocimiento de los autores de la época, como Gaspar Melchor de Jovellanos y Pedro Rodríguez de Campomanes, que escribieron acerca de los errores que los gobernantes del Antiguo Régimen cometieron en dicha materia.


			La fijación de cupos y el mercado negro


			Lo mismo que hemos señalado para los precios es válido para otras medidas, como la fijación de cupos. Ante la escasez, Franco pensó (y escribió) que el Estado distribuiría mejor que el mercado los recursos escasos. En consecuencia, procedió a desarrollar una política discrecional. Por una parte, se establecieron prohibiciones y cupos en materia de comercio exterior. El Estado decidía lo que podía importarse y lo que no. Y lo hacía suplantando la voluntad de los agentes económicos. Un industrial o un comerciante tenían que pedir permiso para importar los bienes que necesitasen y los órganos interventores eran los que decidían si esas importaciones eran adecuadas o no. Decidían en función de los “intereses nacionales”. Igualmente sucedía si había más demanda de algunos bienes de lo que el Estado consideraba conveniente. En ese momento, también era el Estado el que distribuía el total importado entre los solicitantes. Del mismo modo sucedió en el comercio interior. Si la demanda de un producto superaba a la oferta, era el Estado el que distribuía. Y, finalmente, ocurría otro tanto cuando se trataba de repartir los bienes entre los consumidores finales. 


			Pero ¿cómo sabía el Estado (es decir, los burócratas de turno) qué importaciones eran o no prioritarias? ¿Cómo sabía qué empresas utilizarían mejor o peor las divisas y merecían cupos mayores o menores? ¿Cómo sabía lo que preferían los consumidores finales? Era una tarea imposible de realizar, desbordaba cualquier posibilidad de actuación de la burocracia y resultaba un empeño absurdo.


			Por lo demás, este sistema de fijación de cupos y de racionamientos por el Estado resultaba siempre insatisfactorio para los usuarios y consumidores. Desde el punto de vista cuantitativo, si se raciona o se procede a asignar cupos es porque hay menos producto de lo que la gente quiere. Pero es también insatisfactorio porque el racionamiento tiene que ser, evidentemente, igual para todos. Esto es de justicia; pero produce efectos no deseados, como la creación inmediata de un mercado negro. Veamos un ejemplo sencillo: el tabaco. Si se establece una cartilla de racionamiento para el mismo, todos los mayores de una cierta edad podrán solicitarla y tener derecho a una cierta cantidad. ¿Qué harán los no fumadores? ¿Dejarán de pedir su cartilla de fumador? Como es evidente, estos, sabedores de que hay mucha gente que no recibe todo el tabaco que querría, la pedirán también. Obtendrán con ella una cantidad de tabaco que podrán revender a esos fumadores insatisfechos, con cierta ganancia, y con el dinero obtenido podrán, a su vez, comprar otros bienes que les resulten más útiles, como el pan. Y así acontecerá con muchos otros productos, de manera que las transacciones en el mercado negro crecerán. ¿Y qué sucederá con los precios? Como la demanda en el mercado negro es alta (los racionamientos son insuficientes), los precios tenderán a subir y cuanto más bajo sea el racionamiento más subirán los precios en dicho mercado.


			Pero aún se plantea otro problema más grave. Pensemos en un no fumador que dispone de un paquetito de tabaco, pongamos, de 200 gramos. Su intención es venderlo en la calle, en un bar, en un cine, a cualquier persona que esté buscando tabaco. No le hará falta demasiada habilidad para proceder a mezclar el tabaco con pieles secas de patata, con hierbas o quien sabe con qué otras cosas. Podrá “fabricar” otros 100, o más, gramos de falso tabaco que, mezclado con los 200 gramos originales, le procurarán un beneficio extraordinario. El consumidor se verá perjudicado al comprar este tabaco adulterado.


			He puesto, intencionadamente, un ejemplo de efectos no demasiado graves. A fin de cuentas, fumar pieles secas de patata (como sucedió frecuentemente) no debe ser mucho peor que fumar tabaco. Pensemos, sin embargo, en la cantidad de productos que se adulteraron aprovechando la oscuridad del mercado negro. No me extenderé en este asunto, simplemente recordaré que la trama fundamental de la excelente película de Carol Reed, El tercer hombre (1949), es la de la adulteración de penicilina y su venta en el mercado negro en la Viena de la segunda posguerra mundial, que provoca la muerte y la enfermedad de muchas personas. En definitiva, cuando el consumidor necesitado de un producto acudía al mercado negro ignoraba cuál era la calidad de los productos que compraba. Mi madre me contaba que algunos panaderos añadían ciertas cantidades de serrín a la harina y que el pan negro no era de ese color por ser integral, sino por los diversos productos que se le añadían. 


			Además, el hecho de que fueran organismos del Estado, ministerios o la Comisaría General de Abastecimientos y Transportes los que fijaban precios y cupos dio lugar a una corrupción generalizada. Pensemos, por ejemplo, en las personas que tenían en su mano conceder licencias de importación o divisas (controladas por otro organismo, netamente franquista, como fue el Instituto Nacional de Moneda Extranjera). Su poder discrecional era enorme y podía hacer rico, de la noche a la mañana, al beneficiario de sus decisiones: al industrial al que se privilegiaba con licencias para importar maquinaria, al latifundista al que se le otorgaban para importar un tractor…4. Se podrían rellenar volúmenes con casos similares. Se ha dicho, con toda la razón, que en los años cuarenta valía más tener buenos amigos en el poder que ser un buen empresario.


			Franco también decidió que el Estado debía dirigir las inversiones que realizaran los agentes económicos, declarando qué sectores eran prioritarios, premiando a quienes siguieran las indicaciones con subvenciones y franquicias, y castigando a los desobedientes. Sobre este asunto había dejado reflexiones muy claras Adam Smith en La riqueza de las naciones:


			[…] cualquier sistema que pretenda atraer con estímulos extraordinarios hacia cierta especie particular de actividad económica una porción más importante del capital de una sociedad que la parte de la que, de una manera natural, gravitaría hacia ella, o, con extraordinarias restricciones, desplazar violentamente de cierto género de actividad económica particular una porción del capital que, de no proceder así, se emplearía en la misma, es en realidad subversivo o ruinoso para su principal propósito. Retarda, en lugar de acelerar, los progresos de la sociedad hacia la grandeza y riqueza verdaderas, disminuyendo, en lugar de aumentar, el valor real del producto anual de la tierra y el trabajo.


			En definitiva, lo que plantea Smith es que ningún burócrata sabría nunca, mejor que los propios interesados, dónde invertir sus recursos.


			Sabemos que Franco no confió nunca en los economistas, aunque no sabemos muy bien por qué. Todo hace pensar que la razón radica en que dichos especialistas no compartían con él sus convicciones en la materia y que frenaban sus más desaforados proyectos. Nombró ministro a Larraz, del que prescindió muy pronto (no llegó a estar dos años en el cargo), y ya no volvió a contar con otro economista hasta el nombramiento de Alberto Ullastres en 1957. Precisamente, Larraz nos dejó unas Memorias que desgranan con detalle sus permanentes choques con el caudillo por el “abismo” que existía entre las ideas económicas de ambos.


			A Larraz le llamaba poderosamente la atención una de las más graves carencias del caudillo, “estaba animado por un grave error […] Su Excelencia no comprendía bien lo que era una economía de posguerra”. Estaba ensimismado en un “ambiente de grandes planes de reconstrucción nacional” en los que nunca se señalaba la forma en la que serían financiados. Ni contemplaba que, previamente a cualquier plan expansivo, había que proceder a ordenar la economía.


			Larraz, de manera lógica, propuso un proyecto de un gran empréstito exterior para financiar una rápida reconstrucción, importando todo lo que fuera necesario. Franco, basándose en sus prejuicios nacionalistas y autárquicos, se opuso repetidamente. Temía, y así lo manifestó en muchas ocasiones, que una vez aceptado el empréstito exterior, España quedara en manos extranjeras. Larraz nos confirma que el objetivo de Franco era “prescindir del exterior para encaminarse hacia la autarquía”.


			Otra cuestión era la de implantar “la circulación forzosa del cheque”, obligando a que todos los pagos de importe superior a las 1.000 pesetas se hicieran de esta forma, idea que Larraz tildó de “ridícula”. Larraz destacaba la contradicción entre el sistema monetario vigente y la pretensión de Franco.


			El caudillo también mostró unas peculiares ideas sobre la inflación. Larraz estaba, lógicamente, muy preocupado por la alta probabilidad de que se desatase, en la posguerra, una espiral inflacionista —no estaba tan lejana la hiperinflación alemana— de manera que quería atajar cualquier riesgo en esa dirección. El problema es que Franco tenía ideas muy extravagantes sobre lo que era la inflación, como veremos un poco más adelante.


			La inflación, ‘la fortuna de la nación’


			También el caudillo ideó un “plan para transformar España en diez años”. Con él pretendía construir carreteras, ferrocarriles, obras hidráulicas, repoblaciones forestales, escuelas, colonización, armamento del Ejército, una poderosa escuadra… ¿Cómo pensaba financiarlo? En esto, la imaginación del dictador desbordó cualquier límite. El plan se financiaría con una leva del 10% sobre la “fortuna de la nación”. Y aquí el caudillo realizaba un ejercicio verdaderamente fantástico, pues consideraba (lo explicó él mismo) que como resultado de la guerra las propiedades se habían “revalorizado”, y era justo que una parte de esa “revalorización” pasase a manos del Estado. La pretendida “revalorización” era, en realidad, el efecto de la inflación. Los bienes “valían más” porque los precios habían subido. Pero ¡todo había subido! Imaginemos que una vivienda hubiese subido de precio un 20%. Su propietario seguiría teniendo la misma vivienda de siempre. Aparentemente sería el dueño de una vivienda de más valor, pero solo aparentemente, porque no podría hacer efectivo dicho aumento a no ser que vendiese la vivienda. Pero entonces ¿qué ocurría? Que tendría que adquirir otra vivienda que, igualmente, habría subido de precio. Estaba igual. El proceso inflacionista había provocado un aumento de la riqueza en términos nominales, pero no reales. Todo valía un 20% más. No había en los bolsillos o en las cuentas de los españoles una disponibilidad monetaria sobre la que hacer una leva. Lo que sí era cierto es que durante la guerra algunos hicieron grandes negocios y acumularon enormes riquezas, estas sí contantes y sonantes. Sobre ellas podía haber recaído un impuesto extraordinario, pero Franco no lo llevó a cabo, como veremos en otro capítulo.


			A Larraz le espantaba la posibilidad de que Franco estuviera diseñando planes gigantescos de inversiones sin el menor asesoramiento. Y, más aún, sin que se hubiera comenzado con la obra de reconstruir el país. Se comprende que Franco prescindiera de un ministro tan incómodo y respondón.


			Al margen de la leva sobre la “fortuna de la nación”, Franco contaba también como fuente de financiación con el recurso al Banco de España, es decir, con la creación de dinero. Según él, esa mayor circulación de dinero “no tendría efectos inflacionistas”, ya que se destinaría a la realización de obras públicas: “Todo aquello podía financiarse con una leva sobre el capital y, en lo que fuera necesario, con creaciones de dinero, con billetes, porque eso no era inflación”. 


			Para solucionar el grave problema de los abastos, también tuvo ideas. De entrada, como padecía de ese complejo persecutorio por parte de lo “extranjero”, Franco pensaba que cuando España planeaba alguna compra en el exterior, “se producían maniobras internacionales contra nuestro país para subir los precios”. Y afirmaba que “el ministro de Comercio y el delegado de Abastos [iban] a congelar gran cantidad de atún a fin de lanzarlo al mercado cuando escasease la carne” y que “también se podría congelar una gran cantidad de corderos cuando estos empiecen a perder peso, aunque esto es difícil de realizar por falta de cámaras frigoríficas de grandes dimensiones”.


			El caudillo mandaría congelar una enorme cantidad de atunes y corderos. Pero ¿dónde estaba esa enorme cantidad de corderos para cuando hubiera escasez? Y, además, en el mismo momento, Franco se percataba de que España ¡carecía de una red de congeladores de grandes dimensiones! Como vemos, una solución perfecta: congelar corderos imaginarios en inexistentes cámaras frigoríficas de grandes dimensiones.


			Franco, como estamos viendo, tenía un pensamiento económico propio. Desacertado, pero muy propio. En materia económica, se dedicó a repetir unas cuantas vaguedades y algunos principios profundamente equivocados. No solo manifestó que la riqueza de una nación y sus posibilidades de desarrollo radicaban en “la cantidad de materias primas que poseyera dicha nación”, sino que incluso llego a proponer, y esa fue otra de sus genialidades, un nuevo concepto de las reservas exteriores de un país, en las que las materias primas sustituirían al oro. Según él, las materias primas eran más importantes que el oro, pues tenían “mayor utilidad”.


			El desprecio al capital humano


			También para entonces, y esto es de mucho más calado, no había ningún economista en el mundo que creyera en la teoría franquista del desarrollo económico basado en las “materias primas”. En aquel momento, la mayor parte de los países productores de petróleo formaban parte de los países atrasados, igual que naciones ricas en recursos minerales o productoras de productos agrícolas de gran valor como el café, el cacao o las frutas tropicales.


			Por el contrario, en esas fechas, estaba muy consolidada entre los economistas la idea de que era el capital humano el factor crucial para el desarrollo económico. Adam Smith, en 1776, ya lo había expuesto en Una investigación acerca de la naturaleza y las causas de la riqueza de las naciones. En ella, Smith señalaba que las mejoras en la educación y formación de la población constituían la fuente fundamental del progreso económico de una nación. Pero, incluso antes de Smith, otros muchos economistas, políticos y filósofos, y diferentes escuelas económicas, habían hecho hincapié en esa relación entre educación y progreso económico. Sin ir más lejos, en la España del siglo XVIII (tan repudiada por Franco), los ilustrados promovieron las Sociedades Económicas de Amigos del País, que tenían precisamente como finalidad promover y difundir los conocimientos útiles para el progreso de la economía.


			¿Y cómo se avanza en el conocimiento y se mejora la formación de los trabajadores? ¿Cómo crece, en definitiva, el capital humano? Pues, obviamente, mediante las inversiones en investigación y educación. En este sentido, hay que recordar que los niveles de gasto público en educación e investigación durante el franquismo (particularmente durante el franquismo autárquico) fueron irrisorios. 


			El mismo efecto favorable sobre el capital humano es el que tienen las inversiones en mejorar las condiciones de vida y la salud de los trabajadores. Tampoco en esto el franquismo se mostró diligente. Un marco de libertad, en el que los trabajadores puedan desarrollar sus ideas e iniciativas en su actividad tanto laboral como ciudadana, es esencial para la mejora del capital humano. Sobre esto el franquismo practicó una absoluta represión intelectual, un total sometimiento a la ortodoxia nacionalcatólica: “En España o se es católico o no se es nada”.


			La política del caudillo fue la contraria a la que desarrollaron países como Corea, que apostaron de manera decidida por fuertes inversiones en educación y que fueron la base de su desarrollo. O como había hecho Japón, tiempo atrás, con los mismos excelentes resultados.


			Los expertos también coinciden en que las dictaduras son poco proclives a aumentar los gastos en educación, ya que una población más culta y mejor preparada será menos pasiva ante la falta de derechos. Franco prefería gastar en propaganda, que resultaba menos costosa y contribuía al sometimiento de la población. En este sentido, viene bien recordar que, durante la visita de Heinrich Himmler a Franco, el dirigente nazi se sorprendió de la brutalidad de la represión que se ejercía sobre los trabajadores y que no se llevase a cabo ninguna actuación tendente a su integración en el Régimen. 


			Para Franco, la formación de los trabajadores resultaba innecesaria. Fiel a su pensamiento medievalizante, consideraba que los obreros se debían formar en las fábricas, como siglos atrás se formaban los aprendices en los talleres gremiales. En una conversación con su primo Franco Salgado-Araujo, en 1956, y hablando del ministro de trabajo Girón, afirmaba: 


			En España no hay necesidad de universidades laborales para que los obreros puedan dominar su oficio y escalar altos puestos en la industria […] De nuestras fábricas pueden salir obreros especializados sin tener que ir a ningún centro especial […] El obrero tiene la fábrica para distinguirse, allí es donde sus cualidades son observadas y apreciadas para aprovecharlas en beneficio de la industria. Si es inteligente se destacará entre sus compañeros.


			En este sentido, la enseñanza, particularmente en el primer franquismo, era de una pésima calidad. Franco fue especialmente militante al respecto. En unas declaraciones al representante de la National Catholic Welfare Conference en 1933, sostenía que “los españoles de las clases profesionales no tenemos suficiente cultura religiosa” y aseguraba que la religión, “en unión con la historia del catolicismo español, es cultura superior religiosa que no faltará en España a las generaciones del futuro”. 


			En 1938, en declaraciones a Candide anunciaba:


			En el orden cultural el nuevo Estado español actuará como un Estado católico, porque debemos reconquistar nuestro universo espiritual […] para rechazar a la sombra, de donde jamás debieron salir, todas las malas costumbres extranjeras que tan perniciosamente habían llegado a seducir a ciertos de nuestros intelectuales. 


			Y añadía: 


			El clero está en condiciones de ayudar a la reforma de España. Deberá permanecer menos al margen, mezclándose más en la vida intelectual de España. La enseñanza religiosa no debe limitarse a la infancia. Es una cultura superior de carácter filosófico, de que tienen necesidad las juventudes universitarias”.


			Y en un discurso en Huelva, en 1943, negaba el derecho a la libertad religiosa y política: 


			No dejamos en libertad a la juventud, porque la juventud tiene que educarse […] la patria tiene (el derecho) para formar a sus juventudes en el culto al deber y en el servicio a Dios y a la patria. 


			Como vemos, para un Franco enfermizamente católico, era prioritaria la educación religiosa, incluyendo el nivel universitario.


			De nuevo pido disculpas al lector por introducir en el texto un recuerdo personal. En los estertores del franquismo yo estudiaba Ciencias Económicas en la Universidad Complutense. Todavía teníamos como asignaturas obligatorias Gimnasia, Formación Política y Religión. Para aprobar Gimnasia tenías que acudir un día a las instalaciones deportivas de la Complutense, hacer un simulacro de prueba y te firmaban la papeleta de aprobado. Con Formación Política y Religión la cosa era mucho más liviana. Bastaba con acercarte un día al despacho de los correspondientes profesores y te firmaban la papeleta. Tanto los profesores de Política (casi todos funcionarios del Movimiento) como los de Religión (todos curas) habían abandonado hacía tiempo sus funciones “profesorales” y habían encontrado un excelente acomodo, cobrando su sueldo, sin dar clases y sin realizar exámenes. Hasta ese punto tenían asumida que su función era plenamente anacrónica. 


			Las ideas de Franco sobre la educación superior y la investigación resultaban, igualmente, muy nocivas para la formación de capital humano. En este asunto, también el dictador fue particularmente militante. No en vano a su régimen se le ha calificado como nacionalcatólico. 


			En el discurso de inauguración de la Ciudad Universitaria en 1943 (por cierto, un acto netamente propagandístico, pues la mayor parte de los edificios, instalaciones, laboratorios y bibliotecas estaban todavía en ruinas) decía: 


			Por eso, el Estado se ha sentido hoy más que nunca colaborador de la Iglesia en la restauración del orden cristiano y se ha propuesto, a la vez, apoyar su existencia presente y futura en la unidad espiritual de los españoles, lograda en el campo de la educación. 


			Y señalaba que existían dos grandes anhelos en la política nacional: 


			[…] la creación de una ciencia verdadera sometida inexorablemente al servicio de los intereses espirituales y materiales de la patria; de otra, la preocupación porque una densa y auténtica cultura cristiana penetre en todos los ámbitos de la nación.


			Con motivo de una visita al Consejo Superior de Investigaciones Científicas en 1946 decía: 


			El régimen español no traba ni dificulta la legítima libertad científica, pero quiere y exige que la actividad investigadora se subordine y ajuste a las necesidades espirituales y materiales de la nación.


			En definitiva, los planteamientos de Franco en la materia consistían en un aumento del tiempo dedicado a la enseñanza religiosa en todos los niveles formativos, incluido el universitario, un cierto desprecio a la ciencia, la negación de la libertad de investigación, la xenofobia y la reprobación de los científicos no católicos o influidos por el exterior.


			Como sucede en todos los regímenes totalitarios, las personas próximas al poder tienden a no contrariar las ideas y los deseos del dictador y de sus allegados más próximos. Por su parte, los dictadores siempre tienen el recurso de descargar su responsabilidad en otros, con la seguridad de que nadie le exigirá explicaciones. Este doble perverso mecanismo lleva a que estos se consideren infalibles. Como señala Manuel Jesús González: 


			En fin, si algo no iba bien, no se podía pensar que las ideas estaban equivocadas. Más bien se creía que eran los individuos quienes fallaban. Bien los empresarios que no se ajustaban a los deseos del alto funcionariado politizado de la época; o bien, el público en general, que buscando su provecho era ciego y sordo ante las directrices estatales y tendían a desconfiar de las excelencias de un Estado entendido como algo distinto de un grupo de personas que gozan de más poder que los demás, pero no necesariamente de más conocimientos.


			En otros trabajos he puesto algunos ejemplos de estas pretensiones de infalibilidad. Así, por ejemplo, el propio general Franco consideraba que los problemas de la escasez de abastecimientos, carestía y mercado negro estaban causados por la maldad de los individuos, sin mostrar un asomo de duda sobre lo adecuado de la política económica. 


			En suma, Franco, como consecuencia de su incompetencia en materia económica, contribuyó a agravar los problemas que sufrió la economía española durante el periodo autárquico. Con posterioridad a 1959, el dictador dejó estos asuntos en manos de sus ministros, facilitando que España se sumase a la excepcional ola de prosperidad mundial que propició la industrialización del país.
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